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or distintas vías jurídicas se ha creado una nue-
va institucionalidad cuyo adjetivo común, apa-
rente, es el socialismo. Esta nueva instituciona-
lidad se funda entre otras normas en los 31 de-
cretos leyes emitidos durante 2007 y 2008, la 
legislación recientemente sancionada por la 
Asamblea Nacional, las interpretaciones de la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia y el conjunto de decisiones que, funda-
mentándose sobre esos instrumentos, ha toma-
do la administración pública. 

Aparente sustento político 
El Presidente y sus colaboradores han sentido 

que su reelección en 2006 y relegitimación el 
15-F los autorizan para adelantar legislativamen-
te la agenda de la reforma constitucional derro-
tada en diciembre de 2007. Esto implica un re-
ordenamiento del Estado y la sociedad a partir 
de la estatización de la industria, la centraliza-
ción del poder, la creación y fortalecimiento del 
llamado poder popular –con epicentro en los 
consejos comunales–, el control ideológico –en 
especial a través de la educación– y la agresión 
a medios de comunicación adversos. 

El sustento político de esas decisiones no es 
el consenso pues la teoría política de trasfondo 
es la lucha de clases y el cambio de hegemonía, 
por lo que el diálogo político no es un valor, ni 
ha sido ejercido. La democracia es asumida co-
mo una imposición de las mayorías sobre las 
minorías y no un mecanismo de búsqueda de 
acuerdos en base a la deliberación. 

Pero además, la democracia, como expresión 
de la voluntad mayoritaria popular, tampoco es 
un valor en sí para el actual proceso, sino que 
es un valor en la medida en que avale lo ya di-
señado por el actual régimen. Así, por ejemplo, 
no se ha interpretado igual la elección del ciu-
dadano Presidente que la elección de goberna-
dores o alcaldes de oposición, a quienes de for-
ma expresa se les han quitado competencias, a 
pesar de la masiva participación que hubo en 
los comicios del 23-N que debieron ser interpre-
tados como un aval social al proceso de descen-
tralización. 

La legalidad abolida
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La Constitución sirve para todo
Lamentablemente la institucionalidad y en par-

ticular la legalidad venezolana se moldean según 
los intereses políticos de quienes ejercen el po-
der y no bajo los principios de respeto, igualdad 
y justicia. Ya en 1848 José Tadeo Monagas afir-
maba que la Constitución sirve para todo. En 
aquel entonces sirvió para justificar un gobierno 
nepótico y autoritario. Hoy el sistema justifica 
una legislación que centraliza competencias, li-
mita seriamente algunas libertades y por tanto 
derechos humanos, elimina la designación de-
mocrática de funcionarios locales o regionales, 
y establece una base ideológica que puede sig-
nificar exclusión, aunque todo ello vaya expre-
samente contra normas de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela. 

Tal resultado no es casual, sino producto del 
modo como se ha procedido en materia legisla-
tiva. En el caso de los decretos leyes, emitidos 
durante la vigencia de la ley habilitante (2007 a 
2008), ninguno fue sometido a consulta alguna. 
De hecho el último día se aprobaron 26 de ellos 
cuyos textos eran totalmente desconocidos. En 
el caso del parlamento, su condición casi uni-
partidista (resultado fundamental de la errática 
actitud asumida por la oposición en el año 2005) 
hizo que las leyes fueran aprobadas sin necesi-
dad de consensos. En muchos casos el procedi-
miento fue expedito y sin consulta a los entes 
afectados. 

Este modo de proceder ha hecho que la Asam-
blea Nacional se haya convertido en la versión 
antagónica de lo que es su esencia, pues la idea 
de un parlamento es constituirse en el foro po-
lítico por excelencia de un país y, en cuanto tal, 
abierto para el debate de ideas contrarias que 
en un proceso dialéctico logra algunos consen-
sos. Pero ahora se imponen restricciones a la 
prensa para el ingreso a los debates; se aprue-
ban leyes a gran velocidad, lo que hace difícil 
su proceso de conocimiento y deliberación so-
cial; no se invita a los actores que claramente se 
verán afectados por los instrumentos que se va-
yan a aprobar, ni siquiera cuando la Constitución 
así lo ordena. Ese modo de actuación hace sen-
tir a los ciudadanos, en particular a quienes pue-
dan tener criterios distintos a la actual mayoría 
parlamentaria, que sus opiniones no tienen va-
lor y que nada pueden hacer contra una loco-
motora que los atropella, generando sensaciones 
de frustración, rabia, ira, depresión o deseos de 
escape, nada de lo cual ayuda a un clima polí-
tico que haga posible el entendimiento. 

La ley tiene sentido si y sólo si es expresión 
de la voluntad general. Ésta se busca inicialmen-
te en la deliberación que trata de encontrar los 
consensos, y sólo en aquellos aspectos donde 
no es posible se apela al criterio de la mayoría. 
Incluso en casos altamente polémicos es bueno 
consultar a la población (de hecho así ocurrió 

con la reforma y la enmienda). En esos casos 
hay que recordar que se requiere un buen pro-
ceso de información y debate. Pero resulta que 
hoy se adelanta una agenda que tiene en su ha-
ber una clara manifestación de rechazo, ya sea 
activa (votos contrarios) como pasiva (absten-
ción) y sobre estos aspectos no hay consulta. 

Socialismo impuesto
Así estamos ante un aparente socialismo con 

carácter impuesto, contrario a uno democrático. 
La diferencia entre ambos está en que el demo-
crático acepta el debate con el oponente, no 
escamotea de facto la voluntad popular y com-
prende que si bien un gobierno puede ser so-
cialista y llevar adelante múltiples programas 
asociados con esa línea de pensamiento, no 
puede pretender que el Estado lo sea (pues ha-
ce tiempo que se superó la idea de Estados con-
fesionales) y mucho menos la sociedad que es 
un ente aún más plural. 

Cuando no se distinguen los ámbitos se entra 
en conflicto con derechos fundamentales como 
la libertad de conciencia, de partido, de trabajo, 
de no discriminación por razones de ideología 
política, de libertad de expresión, etc. La ley o 
cualquier norma general no puede obligar a los 
ciudadanos a asumir una postura ideológica 
cualquiera que ella sea. La ley se convierte en 
un acto particular, para un grupo en particular 
y con unos fines particulares, es decir, se con-
vierte en su perversión. 

Vale la pena señalar que además ocurre en el 
país una suerte de inflación normativa que hace 
inmanejable el ordenamiento jurídico y en la 
práctica su imposible cumplimiento. Hay un con-
junto de normas que llegan a ser contradictorias 
unas con otras, sin que medie derogación ex-
presa, muchas de ellas emitidas de forma simul-
tánea. Se piden requisitos administrativos que 
sólo engordan el aparato burocrático. Los costos 
de transacción suben y a fin de cuentas de allí 
se deriva el soborno o el abuso. Nada más lejos 
de una república que esa realidad descrita.

La república se afirma contra el absolutismo 
justamente cuando la ley es expresión de la vo-
luntad general, y no la voluntad subjetiva de uno 
o varios, la que determina lo que es común a 
todos y en particular aquello que pueda ser de-
finido como orden público. La república se afir-
ma en la institucionalidad en la que encuentra 
su mediación necesaria. Por eso, en la medida 
en que se golpea la institucionalidad y se la de-
bilita o niega, se golpea, debilita o niega a la 
misma república y como consecuencia aparece 
la anarquía. El resultado puede entonces no ser 
el pretendido socialismo, sino la anarquía.
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La nueva ley de procesos electorales

El ganador se lo lleva todo
José Virtuoso, s.j.*

Recientemente ha sido aprobada en primera discusión 

de la Asamblea Nacional el proyecto de Ley Orgánica 

de Procesos Electorales. Pero los cambios propuestos 

no resuelven los problemas o retos planteados

Después de una larga historia de disputas sobre el 
sistema y organización del proceso electoral se 
han decantado tres grandes retos o problemas: 

• ¿Cómo garantizar el pluralismo en los cuer-
pos de representación colegiados?

• ¿Cómo garantizar una campaña electoral 
equitativa y transparente que equilibre la com-
petencia electoral?

• ¿Cómo garantizar la participación activa de 
la ciudadanía en la supervisión y observación 
del proceso electoral para disminuir los niveles 
de desconfianza electoral?

Recientemente ha sido aprobada en primera 
discusión de la Asamblea Nacional el proyecto 
de Ley Orgánica de Procesos Electorales, presen-
tado por la comisión permanente de Participación 
Ciudadana con el acuerdo parcial de la directiva 
del Consejo Nacional Electoral (CNE). El proyec-
to pretende sustituir a la ley orgánica vigente del 
Sufragio y Participación Política de 1997 para 
ajustar la legislación electoral a los cambios cons-
titucionales de 1999. Creemos que los nuevos 
cambios propuestos no resuelven los problemas 
o retos planteados, más bien los agravan en el 
caso de la composición de los cuerpos colegia-
dos, ya que se afecta la pluralidad de la repre-
sentatividad y, a nuestro entender, se impide el 
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cumplimiento del principio constitucional de la 
proporcionalidad de la representación política. 

Un sistema electoral es el conjunto de princi-
pios, normas, reglas, procedimientos técnicos 
enlazados entre sí, y legalmente establecidos, 
por medio de los cuales los electores expresan 
su voluntad política en votos, que a su vez se 
convierten en escaños o poder público. La Ley 
Orgánica de Sufragio y Participación Política de 
1997 estableció un “sistema electoral de mayoría 
simple” para la elección de Presidente(a) de la 
República, gobernador(a) de estado, alcaldes (a) 
de distritos metropolitanos y alcaldes(a) de mu-
nicipios. Este sistema se sigue manteniendo en 
la propuesta en discusión. 

Paralelamente la ley de 1997 estableció un 
sistema electoral denominado de “representación 
proporcional personalizado” para la elección de 
representantes de los cuerpos colegiados a nivel 
nacional, estadal, distrital (según sea el caso) y 
municipal. Se pretendía que los cuerpos parla-
mentarios representaran proporcionalmente las 
diversas tendencias políticas existentes. 

Las morochas protagonizan
El sistema de representación personalizado se 

implementó a través de un mecanismo mixto de 
votación y adjudicación de cargos. Para lo pri-
mero se estableció el doble voto: el voto nomi-
nal por circuito electoral (personalizado) y el 
voto lista o por partido para toda la circunscrip-
ción electoral en juego. Para la adjudicación o 
reparto de cargos en cada circunscripción elec-
toral se estableció un método que relaciona los 
resultados de ambos tipos de votación, restán-
dole al número de cargos obtenidos en la vota-
ción por partido (resultados voto lista) el núme-
ro de cargos obtenidos en los circuitos electora-
les (votación personalizada). De esta manera se 
intenta combinar la votación personalizada, ga-
nando quien más votos obtiene y la votación 
directa por partido político, al mismo tiempo 
que se corrige la sobre-representación, buscan-
do una adecuada proporción entre los resultados 
de todos los que han competido.

El mecanismo de las morochas (aprobado por 
el Tribunal Supremo de Justicia en el año 2005), 
pretendió librarse de esta forma de sacar las 
cuentas para la adjudicación de cargos, al esta-
blecer una coalición enmascarada: un partido o 
coalición de partidos presentan en forma inde-
pendiente una oferta electoral para el voto lista 
y una oferta de candidatos nominales para las 
ofertas electorales en cada circuito electoral en 
que se ha dividido la circunscripción, de tal ma-
nera que al ser dos partidos o grupos distintos 
las cuentas se sacan por separado sin que una 
afecte a la otra. 

En el caso de la nueva ley, el elector emite 
dos votos para la elección de representantes a 

los cuerpos colegiados: uno para la elección de 
cargos nominales y otro por lista. Voto por per-
sona y por partido. Pero la cuenta se saca si-
guiendo el siguiente método: “En ningún caso, 
la elección nominal incidirá en la elección por 
lista”. Con lo que el efecto de las morochas se 
institucionaliza. De esta manera el voto lista 
siempre suma representantes a los ya elegidos 
nominalmente en los circuitos electorales de las 
circunscripciones. De lo que es fácil colegir que 
el partido que más votación obtiene a través de 
sus representantes nominales y a través del vo-
to lista será quien se lleve la mayoría casi abso-
luta de puestos en competencia, dejando fuera 
la representación de otras fuerzas políticas mi-
noritarias. El sistema se convierte en un sistema 
electoral de mayorías, que no deja espacios a 
otras fuerzas con menor representación. 

Los artículos 10 y 11 del proyecto de ley elec-
toral se encargan de enfatizar esta condición del 
nuevo sistema electoral pues establece que el 
70% de los cargos, se elegirá nominalmente cuan-
do el número de representantes a elegir es igual 
o mayor a 10, y el 80% cuando el número de 
representantes es mayor o igual a 9. Se favorece 
así la preponderancia nominal, que evidentemen-
te favorece a quienes tengan mayoría relativa. 

Al establecerse un sistema electoral que favo-
rece a las mayorías se desmejora una condición 
esencial de las democracias que es la conforma-
ción de cuerpos colegiados que representen la 
pluralidad de fuerzas políticas existentes, ya que 
de esta manera es posible la interlocución y el 
diálogo político institucionalizado en el seno del 
sistema político, además de que se garantiza más 
eficientemente el control del Ejecutivo y la con-
formación más plural del resto de los poderes 
públicos. Diálogo y contraloría política quedan 
debilitados. Con un parlamento o cuerpo cole-
giado compuesto por representantes de la misma 
tolda política de quien ejerce el Poder Ejecutivo 
es fácil que se establezca aquello de pagarse y 
darse el vuelto, porque son los mismos los que 
están allá y acá, son los mismos los que contro-
lan y los que gobiernan. Y esto vale tanto para 
lo que llamamos el oficialismo y oposición. Es-
tablezca usted por ejemplo la relación corres-
pondiente en el caso del Parlamento Nacional y 
en el caso del estado Zulia, en donde los pape-
les se cambian. 

Por otra parte, ¿cómo se van a conformar las 
circunscripciones electorales?

La ley electoral que se pretende modificar fue el 
resultado de un amplio debate en la sociedad y de un 
consenso político que tuvo en cuenta las experiencias  
 las expectativas que sobre el proceso electoral  
existían en la sociedad venezolana.
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La elección de cargos nominales requiere de 
la creación de circunscripciones electorales en 
los municipios y estados. La ley de 1997 era muy 
precisa al respecto. En el artículo 16 del proyec-
to de ley en discusión se establece en forma muy 
vaga el mecanismo de conformación de circuns-
cripciones electorales para la elección de cargos 
nominales de los cuerpos deliberantes. 

En efecto, en el numeral 1 de este artículo se 
establece que las circunscripciones electorales 
para la elección de diputados de las asambleas 
legislativas estadales y para la Asamblea Nacio-
nal podrán conformarse por conjuntos de mu-
nicipios y de parroquias, con la sola restricción 
que los mismos se encuentren en el mismo es-
tado, y sean contiguos y continuos. Y en el nu-
meral 2 del artículo 16 se menciona la posibilidad 
de integrar circunscripciones nominales para las 
elecciones municipales conformando comunas 
o comunidades, dependiendo de la densidad 
poblacional de ciertas parroquias. La ley no de-
fine qué es, desde el punto de vista electoral, 
una comuna o comunidad, y cuándo hace falta 
recurrir a esta nueva entidad de agrupación de 
centros de votación. 

Es necesario que la ley establezca claramente 
el procedimiento para la conformación de las 
circunscripciones electorales, indicando en cuá-
les casos será necesario integrar municipios, pa-
rroquias o comunas para establecer una circuns-
cripción electoral, así como los criterios para el 
cálculo del número de candidatos nominales en 
una circunscripción, así como qué participación 
tendrán en ello el CNE, otros organismos del 
Estado, los actores políticos y la sociedad civil. 

Campo a la arbitrariedad
El nuevo proyecto de ley deja de precisar to-

da una larga lista de asuntos que se prestan a 
la discrecionalidad del CNE mediante disposi-
ción de normas especiales para cada evento 
electoral, lo que dificulta mucho a los partidos 
políticos y a la sociedad en general intervenir 
activamente en la observación y control de los 
procesos electorales. 

En cuanto al registro electoral se establece 
que éste es un documento de carácter público 
que debe ser divulgado por el CNE en Gaceta 
Oficial electoral para cada evento electoral. Sin 
embargo no se establece cuáles son los datos 
concretos que serán suministrados.

Para la convocatoria de las elecciones no se 
establece, como en la ley vigente, el número de 
meses previos que necesariamente deben ante-
ceder a la jornada electoral, es decir que queda 
a criterio del CNE. También se deja a criterio del 
CNE el cierre de los centros de votación el día 
de la jornada electoral (Art. 89).

Aunque se instituye la obligatoriedad de la 
auditoría del proceso electoral para cada una de 
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sus fases, no se establecen los mecanismos ni 
los procedimientos para ello, quedando también 
al criterio del CNE (Art. 127 al 132). Tampoco 
se señala el porcentaje de mesas electorales que 
se auditarán al cierre del proceso de votación.

Es lamentable que no se haga mención expre-
sa de la observación nacional e internacional, ni 
se establezcan los mecanismos correspondientes 
para su actuación. 

Sobre la propaganda
Se consagra la normativa que ha venido apli-

cando el CNE en sus resoluciones especiales 
para regular las campañas y la propaganda elec-
toral en estos últimos años. Se sigue eludiendo 
el tema de la regulación en materia del uso de 
recursos públicos con fines proselitistas. Tam-
poco se regula la llamada propaganda institu-
cional del Estado y las alocuciones en cadena 
de radio y televisión de los funcionarios públicos 
en tiempos de campaña electoral. Es decir, no 
se toman previsiones para controlar el ventajis-
mo electoral que tan groseramente se ha venido 
aplicando impunemente en los últimos procesos 
electorales. 

En vista de todas las deficiencias planteadas 
es importante que la Asamblea Nacional abra 
una discusión más amplia para escuchar los 
planteamientos que desde diversas instancias de 
la sociedad civil y desde distintos partidos po-
líticos se vienen haciendo al proyecto en discu-
sión. La ley electoral que se pretende modificar 
fue el resultado de un amplio debate en la so-
ciedad y de un consenso político que tuvo en 
cuenta las experiencias y las expectativas que 
sobre el proceso electoral existían en la sociedad 
venezolana. 

En una democracia participativa los procesos 
electorales son claves para la conformación de 
la voluntad popular y para la incidencia en la 
toma de decisiones políticas. Por ello, los mis-
mos deben estar regulados sobre la base de esa 
voluntad general y no solamente sobre lo que 
piensa y opina un sector de ella, por más que 
represente la primera mayoría

* Director del Centro Gumilla.
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La Constitución actual propone un proyecto político  

de participación que integra, como camino, 

la descentralización. Eso, hoy por hoy, parece letra muerta

La fallida reforma constitucional por otras vías

El centralismo revive y patalea
Arturo Peraza, s.j.* 

El constituyente de 1999 entiende que la ruta cen-
tralista, fundamentalmente impulsada desde el 
gomecismo y aplicada todavía durante buena 
parte de la vigencia de la Constitución de 1961 
como herencia de aquel proyecto (el gomecista), 
era contraria a la revolución que la misma po-
blación impulsó desde 1989. 

De hecho, el proceso político que nace desde 
los hechos del caracazo implicó una dura bata-
lla de apertura hacia la descentralización, y con 
ella hacia un nuevo pluralismo político que le 
devolvía al pueblo la capacidad de elegir nuevos 
liderazgos surgidos en las comunidades y regio-
nes, fuera del control de los partidos que hege-
monizaban la política venezolana. Por eso fue 
posible la elección de un dirigente de la Causa 
R en Bolívar, dirigentes del MAS en Aragua,  
e incluso la victoria de Aristóbulo Iztúriz en  
Caracas. 

En vistas a aquella experiencia y en búsqueda 
de una mayor democracia, que se definió como 
participativa, es que la descentralización apare-
ce en la Constitución como un fin del mismo 
Estado y una política exigida a todos los pode-
res públicos, pues en la medida en que las ins-
tancias de decisión sean más cercanas a la po-
blación, mayor es la capacidad para ejercer con-
trol real sobre el Estado y la función pública. 

Lamentablemente desde el principio del pro-
ceso existió una tendencia de corte centralista 
que se fue imponiendo en la legislación venezo-
lana. Y es quizás ahora cuando la misma ha da-
do pasos para deconstruir el sistema descentra-
lizado federal en función de una estructura pira-
midal centralizada. Esto lo podemos percibir cla-
ramente en las leyes recientemente aprobadas. 

La que posiblemente mayor perversión cons-
titucional significa es la Ley del Distrito Capital, 
pues está relacionada con el derecho de los ciu-
dadanos a elegir sus autoridades. Sin duda es 
una ley que va contra el sentido, propósito y 
razón del proyecto constitucional de participa-
ción, descentralización y democracia. Hizo de 
los ciudadanos de Caracas unos ciudadanos de 
segunda, incapaces de elegir a sus autoridades. 
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En esa dirección también se encuentra la Ley 
Orgánica de la Administración Pública pues en 
su artículo 70 crea la figura de autoridades re-
gionales nombradas por el Presidente. 

En ese sentido sigue el espíritu de la reforma 
rechazada (y quizás fue uno de los claros aspec-
tos que la población refutó) según la cual el 
Presidente nombra unas autoridades que están 
por encima de aquellas que han resultado elec-
tas. ¿Dónde queda pues la soberanía popular? 
Incluso un aspecto negado en estos instrumen-
tos legales es la posibilidad de control social 
sobre la gestión del funcionario, pues al no ser 
electo depende exclusivamente del Presidente y 
no guarda relación con los ciudadanos hacia los 
cuales presta servicios. En cambio un funciona-
rio electo puede ser objeto de un referendo re-
vocatorio por parte de la población, en ejercicio 
de un verdadero poder popular autónomo. 

Sobre este aspecto en una encuesta reciente1 
se señala un fuerte rechazo al nombramiento de 
un funcionario regional para Caracas de forma 
no democrática. 

Arrebato de competencia
Otra ley que implica un grave retroceso sobre 

lo alcanzado constitucionalmente ha sido la ley 
sobre descentralización. El miedo a la elección 
popular de autoridades no identificadas con el 
proyecto socialista ha generado una política de 
arrebato de competencias. Así, lo que la Cons-
titución reconoció como competencias propias 
de los estados en materia de puertos, aeropuer-
tos, vías públicas, la ley que irónicamente ha 

mantenido el título de descentralización, los ha 
revertido a favor del poder nacional. Esta legis-
lación fue acompañada de otras leyes que com-
pletaron el cuadro recentralizador: la Ley Orgá-
nica de Turismo, la Ley de Creación del Fondo 
Social para la Captación y Disposición de los 
Recursos Excedentarios de los Entes de la Ad-
ministración Pública Nacional, la Ley de Reforma 
Parcial de la Ley de Aeronáutica Civil, la Ley de 
Reforma Parcial de la Ley General de Puertos. 
Esto afecta la calidad de servicios prestados e 
igualmente ha sido rechazado por la población, 
no sólo el 2 de diciembre, sino que encuestas 
recientes reiteran la sensación de rechazo.2

Este tema de la descentralización ha sido qui-
zás uno de los que ha mostrado con mayor pa-
tencia la dependencia y sujeción de los otros 
poderes a la voluntad del Ejecutivo pues no sólo 
el parlamento ha elaborado leyes que contradi-
cen el espíritu descentralizador de la Constitu-
ción, sino que el órgano llamado a salvaguardar 
el orden constitucional como lo es el TSJ ha lle-
gado, a través de sus sentencias, a interpretar las 
normas constitucionales de tal forma que con-
tradicen de manera expresa lo escrito en ella. 

Así, la sentencia de la Sala Constitucional N° 
565 del 15/04/08, por la que se interpretó el ar-
tículo 164.10 de la Constitución (que expresamen-
te señala que son competencias exclusivas de los 
estados “la conservación, administración y apro-
vechamiento de carreteras y autopistas naciona-
les, así como de puertos y aeropuertos de uso 
comercial, en coordinación con el Ejecutivo Na-
cional”) establece la posibilidad de reversión de 
dichas competencias dado que se trata de bienes 
cuya inversión las hizo el poder nacional. 

Esta forma de pensar anula el carácter origi-
nario de la Constitución y la hace depender de 
las formas anteriores a su existencia, lo que a su 
vez anula el carácter soberano y creador del pue-
blo que fue quien en definitiva se dio a sí mismo 
su organización cuando refrendó la Constitución. 
Así, pareciera que el pueblo es originario o so-
berano si y sólo si su voluntad coincide con la 
de quienes detentan hoy en día el poder. 

Una situación que requiere especial mención 
es el tema de la policía. El decreto con fuerza y 
rango de Ley Orgánica del Servicio de Policía y 
del Cuerpo de Policía Nacional le otorga al poder 
nacional un conjunto de competencias que su-
ponen control sobre las funciones de las policías 
estadales. En esta materia es bueno señalar que 
el problema policial es grave en el país y requie-
re una política pública de coordinación que dicho 
instrumento legal niega. La policía debía ser ob-
jeto del Consejo Federal de Gobierno como ins-
tancia de coordinación establecido en la norma-
tiva constitucional y jamás desarrollado legisla-
tivamente. Muy a despecho de ello, la norma 
simplemente impone una rectoría sin una sufi-
ciente participación de las entidades afectadas. 

La que posiblemente mayor perversión constitucional 
significa es la Ley del Distrito Capital, pues está 
relacionada con el derecho de los ciudadanos a elegir a 
sus autoridades. Sin duda es una ley que va contra el 
sentido, propósito y razón del proyecto constitucional de 
participación, descentralización y democracia.
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El resultado de esta ausencia son los graves 
índices de criminalidad en los cuales, por cierto, 
hay una importante participación de funciona-
rios de policía, como ha sido ampliamente rese-
ñado por la prensa. Pero lamentablemente el 
tema policial sigue estando en el marco de la 
polarización ideológico política, dejando de lado 
las necesidades impostergables de seguridad que 
tiene la población. 

El absurdo de esta polarización, casi hasta 
llegar al nivel de circo, es el tema del tránsito en 
la ciudad de Caracas. Las colas en la ciudad son 
interminables. La población ha solicitado una y 
otra vez medidas frente a esta circunstancia. An-
te el mismo, ha aparecido la idea del plan pico 
y placa o sus paralelos. No es mi propósito en 
este artículo evaluar sus bondades o desventajas, 
sino señalar que la diatriba política llevada al 
paroxismo ha hecho inviable una posible solu-
ción, dejando en la estocada a todos los ciuda-
danos. Se le ha negado competencias obvias y 
constitucionales a los municipios de la ciudad 
de Caracas para regular el transporte y encontrar 
soluciones. Como el Gobierno nacional no ha 

Nueva geometría del poder 
Los artículos 141 y 158 del proyecto de reforma 
constitucional fueron rechazados el 2D, pero:
• El Ejecutivo nacional, por órgano del MPPIJ, asumió 
la dirección, administración y funcionamiento de la 
Policía Metropolitana. 
• El Ejecutivo nacional, creó un �Comité para 
la Organización y Rectoría del Sistema Público 
Metropolitano de Salud, presidido por el vicepresidente 
ejecutivo e integrado por otros órganos de salud 
regionales. 
• La Sala Constitucional del TSJ declaró que las 
carreteras y autopistas nacionales, así como los 
puertos y aeropuertos de uso comercial nacionales 
hasta ahora administrados por los estados, son bienes 
y servicios cuya titularidad corresponde a la República.  
• El Ejecutivo nacional promulgó la Ley Orgánica de 
la Administración Pública, la cual crea la figura de las 
autoridades regionales, suprime la �autonomía� de los 
entes descentralizados, faculta al Presidente para que 
autorice la aprobación de normas sin previa consulta, 
en casos de legislación excepcional.
• Se promulgó la Ley de Reforma Parcial de la Ley 
Orgánica de Descentralización, por la cual el Ejecutivo 
nacional revierte la transferencia de las competencias 
concedidas a los estados. 
• Se promulgó la Ley de Reforma Parcial de la Ley 
de Aeronáutica Civil, por la cual el Ejecutivo nacional 
podrá revertir por razones estratégicas, de mérito, 
oportunidad o conveniencia, la administración de la 
actividad aeronáutica civil, así como su infraestructura 
por razones de interés general. 

encontrado otra salida, simplemente se ha deci-
dido dejar a la población sin solución alguna. 

El problema detrás de todo este proceso es 
valorar más la ideología y el control del poder 
que el servicio a los ciudadanos y el reconoci-
miento de la soberanía popular como verdade-
ra y única fuente de legitimación. La descentra-
lización obliga a los actores políticos a ganarse 
su electorado y hace difícil la manipulación pues 
con su desempeño, ellos tocan aspectos cotidia-
nos y medulares de la vida de sus conciudada-
nos. En ese sentido está estrechamente unida a 
la lógica participativa y democrática, muy a con-
trapelo de estructuras centralizadas que niegan 
estas posibilidades. De hecho la revolución so-
cialista en la URSS se pierde en el momento en 
que deja de ser federal, para centralizar en el 
partido y su líder todas las decisiones. 

Se requiere para las elecciones de 2010 un 
equipo de nuevos legisladores que proyecten un 
país que desde el reconocimiento de la sobera-
nía del pueblo, promueva el proyecto constitu-
cional de un Estado descentralizado, federal y 
democrático, basado en la participación del pue-
blo en todas y cada una de las instancias de 
gobierno, hasta llegar al desiderátum de la en-
trega al mismo de los servicios que éste pueda 
prestar a través de sus organizaciones. Por aho-
ra, vamos en sentido contrario. 

* Director de la revista Sic. 

notas

1	  Hinterlaces Monitor socio-político Estudio cuantitativo y cualitativo. Informe final 1 

de junio 2009. ¿Ud. está DE ACUERDO o EN DESACUERDO con la designación de 

un Jefe de Gobierno para el Distrito Capital que le resta casi todas las competen-

cias y recursos al Alcalde Metropolitano? 79% en desacuerdo. 

2	  Alfredo Keller y asociados. Estudio de la Opinión Pública Nacional. 2º Trimestre 

de 2009. Mayo 2009. “Esta Ley y otras decisiones, como quitarle competencia 

a las gobernaciones en el manejo de carreteras, puertos, aeropuertos, hospitales 

y escuelas, ¿mejorarán las condiciones de vida de la gente, las empeorará o no 

tendrán efecto? Empeorará 54%, mejorará 33%, no tendrá efecto 7%”
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La reforma por los caminos verdes
Yovanny Bermúdez, s.j.*

Con la modificación del artículo 328 se proponía 
que la Fuerza Armada Nacional Bolivariana 
(FANB) fuese un cuerpo esencialmente patrió-
tico popular y antiimperialista, organizado para 
la defensa del país ante cualquier ataque exter-
no o interno. La inspiración de la FANB es la 
doctrina militar bolivariana bajo el lema “liber-
tad a la patria, empuñar la espada en defensa 
de las garantías sociales y merecer las bendicio-
nes del pueblo”. Una aplicación de los principios 
de la defensa militar integral y de la guerra po-
pular de resistencia, la participación permanen-
te en tareas de mantenimiento de la seguridad 
ciudadana, como en los planes sociales, econó-
micos, científicos y tecnológicos del país. 

El artículo 329 se refería a la ampliación de 
las fuerzas castrenses.

La ley orgánica de la Fuerza Armada Nacional 
Bolivariana fue aprobada en Gaceta Oficial de 
fecha 31/07/2008. La ley tiene como objeto es-
tablecer los principios rectores de la organiza-
ción, funcionamiento y administración de la 
FANB. No puede perderse de vista que la ley se 
enmarca en la idea de corresponsabilidad entre 
el Estado y la sociedad, como fundamento de la 
seguridad de la nación. 

Los rasgos fundamentales consagrados en la 
ley y contemplados en la reforma constitucional 
rechazada en 2007 son: cambio de nombre de 
la FAN a Fuerza Armada Nacional Bolivariana 
(FANB); agregar el nombre de bolivariana a ca-
da componente de la FAN; se instituye el cargo 
de Comandante en jefe como un grado militar, 
anteriormente era civil; se suprime el carácter 
apolítico del componente militar; se organiza a 
la FANB en lo administrativo dependiente del 
Ministerio de la Defensa y en lo operacional 
queda en manos del Presidente, quien con ello 
tiene el control pleno y absoluto en las distintas 
áreas del sector militar; se crean nuevas instan-
cias en el área operacional; se introduce la figu-
ra de las Regiones Estratégicas de Defensa en-
cargadas de controlar el marco operacional mi-
litar en las regiones; se instaura el grado militar 
de Mayor General; se establece la Milicia Nacio-

En la reforma constitucional del 2D se incluía modificar 

los artículos 328 y 329 de la carta constitucional.  

Eso fracasó. Pero en los hechos se están modificando. 

La utilización de la Fuerza Armada con fines políticos  

ya está en la calle; mejor dicho, en los puertos  

y aeropuertos
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nal Bolivariana (compuesta por la Reserva Mili-
tar y la Milicia Territorial) para coadyuvar en la 
defensa del país a la FANB; se eleva a los sub-
oficiales profesionales de carrera de los diferen-
tes componentes de la FANB a oficiales técnicos 
y el período de formación de los oficiales se re-
duce a 4 años.

El artículo 11 de la propuesta de reforma cons-
titucional del 2007 daba potestad al presidente 
de crear regiones militares especiales con fines 
estratégicos y de defensa. Esa facultad presiden-
cial quedó evidenciada en la Gaceta Oficial 
39.016, decreto Nº 6.417, de fecha 15-09-2008, 
decretando las Regiones Estratégicas de Defensa 
Integral y Jefes de las mismas para servir como 
entes planificadores, organizadores y coordina-
dores de la actuación de las FANB en el desa-
rrollo de las regiones. Es de observar, que las 
funciones quedan muy asimiladas a la de las 
autoridades civiles de las zonas en cuestión, in-
cluida la empresa privada, lo que supone control 
y supervisión militar en las competencias otor-
gadas a esas autoridades.

La reforma hoy
En la praxis, como en el cuerpo legal de la 

materia, se demuestra abiertamente que el con-
tenido de la reforma constitucional se aplica con 
plena vigencia. Veamos algunas señales. El uso 
de las fuerzas castrenses, en los procesos de 
control de los puertos de Maracaibo y Puerto 
Cabello, sirve como ejemplo para evidenciar la 
utilización de las FANB con fines políticos. Con 
la intervención gubernamental se esgrimía que 
los puertos servían para el contrabando, las ma-
fias aduaneras y el narcotráfico. Con la medida 
el propio Chávez anunció que ordenaría infiltrar 
los espacios civiles con las redes de inteligencia 
militar y popular. 

Durante el pasado proceso comicial del 15 de 
febrero, el jefe del Comando, Gral. Jesús Gon-
zález González, recordó que los castrenses del 
Plan República en su misión de resguardar y 
mantener la seguridad de los centros de votación 
no permitirían ningún escenario desestabilizador 
y cualquier agresión a los efectivos militares se-
ría dirimida por la justicia militar. Con ello se 
utiliza la jurisdicción militar para castigar cual-
quier tipo de disidencia.

La reserva militar y la milicia territorial siguen 
con vida en la Milicia Nacional. El Presidente las 
cataloga como un componente de la FANB. Es 

común observar a los milicianos en Mercal,  
Pdvsa, en labores de Indepabis, control agríco-
la, en los ministerios, en los procesos electorales. 
Se sigue implementando la reforma rechazada.

Como se dijo en un principio, la política de 
seguridad de la nación está enmarcada en el 
concepto de corresponsabilidad Estado-sociedad 
civil lo que supone que el ejercicio militar está 
presente en los ámbitos económicos, sociales, 
políticos, culturales, geográfico, ambiental, etc. 
Ahora bien, los consejos comunales, como ente 
primordial de participación y protagonismo del 
pueblo, se constituyen en los ejecutores de pro-
puestas y proyectos de políticas públicas. En la 
ley de los consejos comunales, la seguridad y 
defensa se constituye como una de sus áreas de 
trabajo; además, en la reforma de ese instrumen-
to legal se mantiene la noción de que los conse-
jos comunales forman parte de la estructura de 
vigilancia y control en la esfera comunitaria.

Mucho se ha discutido sobre la constituciona-
lidad de las leyes que regulan aspectos que fue-
ron rechazados en la consulta del 2D. Aunque, 
no es el caso estudiar el carácter inconstitucional 
de la ley de la FANB, se puede traslucir que mu-
chos aspectos son contrarios a la Constitución 
nacional.

El militarismo emprendido por Chávez desde 
su asunción al poder en 1999 se ha impuesto 
sobre lo civil. Esto queda claro en algunos pos-
tulados de la Carta Magna de 1999, en los nu-
merosos nombramientos de oficiales activos y 
retirados en cargos claves de la administración 
pública, con la implementación obligatoria de la 
instrucción premilitar en los centros educativos, 
la ejecución del Plan Bolívar 2000 y la promul-
gación de la nueva ley orgánica de la FANB 
contraviniendo en este caso la voluntad popular 
expresada el 2 de diciembre de 2007.

* Miembro del Consejo de Redacción.
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La fallida reforma constitucional por otras vías

¿Con qué se come la propiedad social?
Eduardo E. Soto Parra, s.j.*

El Gobierno actual desea diferenciar los distintos tipos 

de propiedad, pero detrás de toda la polémica 

suscitada existe un temor concreto: que se decreten 

expropiaciones genéricas, lo cual sería flagrantemente 

inconstitucional

El Derecho de Propiedad ha sido, es y será uno 
de los temas de discusión de todo sistema polí-
tico y económico, ya que está muy ligado al po-
der y a la capacidad de tener y producir bienes 
para la satisfacción de las necesidades persona-
les, colectivas y nacionales. Un tema que asusta 
a quienes detentan bienes y brinda esperanza a 
quienes no los poseen, ya que generalmente las 
discusiones sobre estos temas están orientadas 
a limitar cada vez más este Derecho, que alguna 
vez fue entendido como ilimitado, pero que di-
fícilmente, y con el sinnúmero de regulaciones 
que actualmente existen sobre los bienes, pueda 
entenderse de esta forma.

El tema ha estado en la opinión pública vene-
zolana durante muchos años, pues para nadie es 
un secreto lo mal repartida que se encuentra la 
riqueza en Venezuela, siendo el Estado venezo-
lano el máximo detentador de propiedades, que, 
en términos del Derecho Administrativo, pueden 
catalogarse de distinta manera: bienes públicos, 
los cuales pueden ser de uso público o privado; 
bienes privados, que pueden ser de uso público 
o restringidos. Clásico es el ejemplo del Palacio 
de Miraflores, el cual, aun cuando es público, no 
cualquiera puede entrar a él, a diferencia de la 
Plaza Bolívar o de las calles, avenidas y autopis-
tas…todas ellas de propiedad pública.

Ahora bien, la discusión se ha ampliado y 
complicado por el manifiesto interés del Gobier-
no actual de diferenciar los distintos tipos de 
propiedad, dándole incluso rango constitucional 
como lo pretendió en la fallida reforma consti-
tucional del año 2007. En esa oportunidad, en 
la reforma del artículo 115 expresamente seña-
laba la coexistencia en el país de 5 tipos distin-
tos de propiedad: pública, social con sus dos 
tipos: social simple, en manos de las comunas o 
cooperativas y la mixta (donde se incluye al 
sector privado) y expresamente a la privada, la 
cual prácticamente queda relegada exclusiva-
mente a las personas naturales, sin desmedro 
de la propiedad colectiva o ancestral, que se 
restringe a la titularidad de las tierras de los pue-
blos indígenas.
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La modificación propuesta obedecía a que la 
reforma pretendía reconfigurar el mapa socio-
político del país al darle raigambre constitucional 
a las comunas, convirtiendo éstas en unidades 
legítimas de participación popular, las cuales, 
para que tuvieran real contrapeso en la confor-
mación del nuevo Estado socialista propuesto 
–recordemos los famosos 5 motores–, debían 
tener un reconocimiento en lo referente a la po-
sibilidad de participar también en los beneficios 
económicos de las actividades lucrativas que 
llegaran a desempeñar. De allí la necesidad de 
que se les reconozca como un ente distinto al 
privado y distinto al Estado, calificándose su 
propiedad como social, tanto por el tipo de ac-
tividad que realizan como por el modo de dis-
frute de la misma. Esto tampoco es gran nove-
dad, pues ciertamente, aunque no se hable para 
ello de un nuevo tipo de propiedad, la afecta-
ción de un bien a la prestación de un servicio 
público, por muy lucrativo que este sea, siempre 
lo limita al fin para el cual ha sido destinado, 
de indudable interés general, esté en manos de 
quien esté el bien, sean éstas públicas o priva-
das, prevaleciendo el principio de continuidad 
del servicio al eventual (y legítimo) deseo del 
propietario de disponer del bien mismo.

Rechazada la reforma, y limitados el Gobierno 
y la Asamblea a lo dispuesto en la Constitución 
de 1999, existen diversos proyectos de ley lleva-
dos adelante por la comisión permanente de 
Participación Ciudadana de la Asamblea Nacional 
que tocan tanto el espinoso tema de las comunas 
como el de la propiedad social, aumentando la 
lista de bienes expropiables por parte del Estado, 
lista que a decir verdad, nunca ha sido muy cor-
ta, sólo que la expropiación en el país se había 
limitado a bienes que realmente no podían estar 
en manos privadas en una coyuntura determi-
nada y cuya ausencia del patrimonio privado 
pudiera ser efectiva y justamente indemnizada. 
Coyunturas que antes de este Gobierno eran 
contadas las veces que se daba, como por ejem-
plo, los casos de expropiación de los inicios en 
la construcción del Metro de Caracas.

Temores en boga
El temor más grave con respecto a estas leyes 

está no tanto en la declaratoria de utilidad públi-
ca e interés social de ciertos bienes, hoy en ma-
nos de particulares, tal y como lo hizo la ley pa-
ra la defensa de las personas en el acceso a los 
bienes y servicios (Ley de Creación del Indepa-
bis), sino en que decreten expropiaciones gené-
ricas, hecho que sí sería flagrantemente incons-
titucional, por cuanto, toda expropiación requie-
re de pasos que se orientan a la particularización 
de los casos y la existencia de un proceso en el 
cual se respete el derecho a la defensa y a la jus-
ta indemnización. Eso lo hubiera podido hacer 

mediante reforma constitucional, pero no me-
diante la ley de la Asamblea Nacional, aunque 
pretenda dársele carácter de orgánica.

Pero por los momentos, al parecer, todo que-
da en un temor. Las declaraciones de los dipu-
tados en torno a estas leyes que hablan de pro-
piedad social, han quedado reducidas a deter-
minar cuáles son los bienes de la Nación que 
pasarían a propiedad social (sean o no de las 
comunas), y a cuáles son las empresas privadas 
cuyo capital podría también estar repartido en-
tre ellas y el Estado, quien posteriormente, una 
vez adquirido el paquete accionario por los cau-
ces legales, lo transferiría a las asociaciones de 
participación comunitaria. De esta manera han 
querido desaparecer el fantasma de la expropia-
ción forzosa y genérica (también llamada con-
fiscación arbitraria) de los bienes particulares 
para dárselos a otros con fines sociales. Todo 
esto aderezado con el mandato de generar aso-
ciaciones de carácter social, que la propia Cons-
titución prevé (artículo 118, y en el caso de los 
estados y municipios: artículo 184, numerales 
3,4 y 5), para lo cual no es indispensable ni ne-
cesario que se cree un nuevo tipo de propiedad, 
ni que se ordene la expropiación de empresas 
ya existentes (más si son ya productivas y efi-
cientes tal y como están).

Al margen de lo expuesto, queda pendiente 
el grave problema del país en torno a la produc-
tividad, la protección de la propiedad privada y 
su injusta distribución, para lo cual se necesita-
ría una discusión global en orden a procedi-
mientos, modelos y acuerdos entre sectores que 
conforman la Nación, y que lamentablemente 
nuestra Asamblea Nacional no puede dar, tal y 
como ha quedado manifestado en la declaración 
de los trece (13) diputados reseñada por los dia-
rios de circulación nacional el día martes 9 de 
junio del presente año. Como decimos los abo-
gados, a confesión de parte, relevo de prueba.

*Miembro del Consejo de Redacción.
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Lo nuevo y lo viejo en una licuadora
Carlos F. Lusverti*

 Ello constituye un cambio en el sistema actual 
que data de 1997, cuando se reformó el sistema 
que contemplaba un modelo similar al previsto 
en la disposición transitoria tercera de la Cons-
titución y que ha sido calificado por varios sec-
tores como lesivo a los intereses de los trabaja-
dores. La Reforma de 1997 estableció el actual 
sistema en el cual se cancelan al trabajador 5 días 
de trabajo por cada mes, a partir del tercero  no 
interrumpido, considerando mensualmente los 
intereses fijados por el Banco Central de Vene-
zuela, dicha reforma atendía a que el sistema de 
retroactividad se volvía insostenible para los pa-
tronos por la incidencia que sobre las prestacio-
nes tenía cada aumento, con lo cual se desesti-
mulaban los aumentos de sueldo y aparecían 
toda un serie de mecanismos como los bonos y 
tickets auspiciados por el propio gobierno.

El 15 de junio de 2004, la Sala Constitucional 
declaró la inconstitucionalidad de la omisión de 
la Asamblea Nacional por no haber realizado la 
reforma que la Constitución había ordenado, 
dándole un plazo de 6 meses para realizarla; sin 
embargo el plazo se cumplió sin que la reforma 
se produjera. La primera Asamblea Nacional 
(2000) recibió dos proyectos de reforma de la 
LOT donde lo más significativo era el tratamien-
to del régimen de prestaciones. Ahora, ¿por qué 
casi 10 años después de aprobada la Constitu-
ción aún no se ha reformado?

Larga cadena de obstáculos
La respuesta parece radicar en el hecho social 

que involucra el trabajo. La reforma de la ley del 
trabajo es uno de los temas más espinosos en 
cualquier país, puesto que toca demasiados in-
tereses: de un lado el interés de los trabajadores, 
de otro el de los patronos privados y por último 
al propio Estado que debe actuar no sólo como 
mediador en los posibles conflictos obrero pa-
tronales, sino que es al mismo tiempo patrono 
y en consecuencia parte interesada.

Con respecto a la reforma de 2003, varios ex-
pertos afirmaban que nunca se aprobaría en los 

De acuerdo con la disposición transitoria cuarta, la 
Asamblea Nacional tenía un año para −mediante 
la reforma de la Ley Orgánica del Trabajo, LOT− 
crear un nuevo régimen para el derecho a pres-
taciones sociales que integrara el pago de este 
derecho de forma proporcional al tiempo de ser-
vicio y calculado de conformidad con el último 
salario devengado, estableciendo un lapso para 
su prescripción de diez años. Asimismo, la Cons-
titución ordena que dicha reforma contemple un 
conjunto de normas integrales que regulen la jor-
nada laboral y propendan a su disminución pro-
gresiva, en los términos previstos en los acuerdos 
y convenios de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) suscritos por la República.

La nueva Ley Orgánica del Trabajo avanza a paso lento 

en la comisión de Seguridad Social de la Asamblea; 

tiene 24 ejes y un contorno espinoso
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términos que estableció el constituyente, por las 
consecuencias que para los pasivos laborales del 
sector público traería el régimen propuesto. Asu-
miendo este argumento como válido, esta situa-
ción se habría empeorado a partir de la ola es-
tatizadora del Gobierno que comenzó con la 
Cantv y las empresas del sector eléctrico, avan-
zando ahora a toda una serie de industrias y 
servicios. De hecho en los términos planteados, 
por la reforma propuesta y aprobada en 1ª dis-
cusión (17 de junio de 2003) no se contemplaba 
la retroactividad, simplemente se limitaba a re-
formar parcialmente el régimen de pago por 
despido injustificado.1

 La comisión de Desarrollo Social ha elabora-
do un documento que resume en 24 puntos o 
ejes (desde los cuales ha dirigido sus consultas) 
algunos temas para la reforma de la LOT, siendo 
los más conflictivos: la regulación de la huelga, 
el régimen de los sindicatos y sus directivas (tal 
como la inclusión de los consejos de trabajado-
res), la existencia de la negociación y contrata-
ción colectiva, la reducción de la jornada laboral, 
la tercerización o el uso de contratistas; la am-
pliación o eliminación de los llamados regímenes 
especiales de trabajo (conserjes, vigilantes, amas 
de casa, etc.) la eliminación de la tripartita y el 
régimen de las prestaciones sociales.

 Hasta ahora los voceros de la comisión de 
Desarrollo Social han dado declaraciones bas-
tante contradictorias, desde aquellas en las que 
discuten sobre si se trata o no de una reforma o 
de una nueva ley del trabajo hasta la relación de 
la modificación en cuanto a la implantación del 
socialismo o por el contrario han indicado: “No 
vamos a aprobar un gran contrato colectivo. Ade-
más debemos aclarar que no es una nueva ley, 
sino una reforma de transición al socialismo”2.

Al mismo tiempo las expresiones de los dipu-
tados encargados de la reforma resultan bastan-
te contradictorias. De un lado el presidente de 
la comisión de Desarrollo Social, diputado Oscar 
Figuera en varias oportunidades ha dejado claro 
que se busca “consenso en una materia, cuya 
esencia es otorgarle mayor poder a la clase tra-
bajadora dentro de sus respectivas empresas e 
ir poco a poco acabando con la concepción de 
la explotación capitalista, en la construcción de 
un modelo social.”3 El diputado Jesús Torrealba, 
también integrante de la comisión indicó que 
“será una discusión muy franca porque aspira-
mos aprobar una nueva LOT útil para todas las 
partes”4 Respecto a la retroactividad de las pres-
taciones dijo que aspiraba concretar “algo que 
en términos prácticos sea posible”5.

Desde el punto de vista constitucional los as-
pectos están bastante claros; es una obligación 
de la Asamblea Nacional reformar la LOT para: 
a) incorporar un régimen de prestaciones espe-
cífico que incorpore la retroactividad y b) la re-
gulación de la jornada laboral en los términos 

de los tratados y recomendaciones de la OIT. 
Ello por supuesto no implica que no se puedan 
modificar otros aspectos, sin embargo en ningún 
caso podría afectar los derechos laborales pre-
vistos en la Constitución y en los tratados, en 
cuanto derechos humanos como: derecho al tra-
bajo, libre disposición del tiempo libre, libertad 
sindical, derecho a la negociación colectiva, la 
huelga y las prestaciones asociadas a la seguri-
dad social.

Uno de los aspectos de la frustrada reforma 
constitucional era precisamente el relacionado 
con la jornada laboral y en particular su reduc-
ción, que como hemos visto ya la Constitución 
vigente ordena revisar, pero al vincular esta re-
visión con los tratados de la OIT impone un 
marco específico que debe interpretarse en fun-
ción del concepto de trabajo decente. Debe sa-
tisfacer cinco criterios interrelacionados: a) favo-
recer la salud y la seguridad; b) ser compatibles 
con la familia; c) promover la igualdad de géne-
ros; d) reforzar la productividad, y  d) facilitar 
la elección e influencia del trabajador en sus 
horas de trabajo6. Los recientes anuncios guber-
namentales en cuanto a que la reducción de la 
jornada laboral tendría como fin someter a los 
trabajadores a cursos o actividades de capacita-
ción socialistas parecerían reñidos con estos 
criterios.

Hasta ahora la comisión ha recibido a diversos 
sectores (empresarios, sindicatos, académicos, 
Gobierno y poder judicial) para discutir sobre 
esos 24 ejes, con lo cual parecen estar haciendo 
las cosas como sería deseable en una materia 
tan delicada, pues la prisa puede llevar a un cli-
ma de mayor conflictividad laboral. Desafortu-
nadamente los antecedentes de la actual Asam-
blea Nacional a la hora de legislar dejan mucho 
que desear desde el punto de vista de la premu-
ra o la apertura al diálogo, especialmente con 
sectores de opiniones diferentes.

*Miembro del Consejo de Redacción. 

NOTAS

1	  Programa Venezolano Educación Acción en Derechos Humanos (PROVEA), 

Informe anual 2003-2004, p. 103.

2	  Poder para consejos de trabajadores, retroactividad de prestaciones y reducción 

de la jornada laboral 06/05/2009. Consultado en línea  www.asambleanacional.

gob.ve en fecha 03/06/2009.

3	   Ídem.

4	  “Venezuela estrenará nueva Ley Orgánica del Trabajo antes de 2010”. En: QUO-

RUM, mayo 2009, año 7, Nº 23, p. 7. Dirección de comunicaciones de la Asamblea 

Nacional. 

5	  Ídem.

6	  Organización Internacional del Trabajo (2008). El tiempo de trabajo en el mundo. 

Tendencias en horas de trabajo, leyes y políticas en una perspectiva global compa-

rativa.
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dicalistas y los dirigentes cam-
pesinos son las principales víc-
timas, en el interior del país, del 
sicariato. Pero también en Cara-
cas se ven casos: poco antes de 
cerrar esta edición, una pareja 
fue acribillada en plena Auto-
pista del Este, durante el día. La 
pareja viajaba con una bebita 
que también recibió varios dis-
paros y quien, al parecer, ha so-
brevivido de forma milagrosa. 
El reportaje de Últimas Noticias 
parte del asesinato de Argenis 
Vásquez que sucedió en Cuma-
ná el 5 de mayo. Era dirigente 
sindical de la empresa que fa-
brica o ensambla los vehículos 
Toyota: todo parece indicar que 
fue otro homicidio por encargo. 
El trabajo da otra cifra: un cri-
men se puede encargar a partir 
de 50 bolívares fuertes. Se dice 
que se consiguen sicarios dis-
puestos a cobrar monto tan pre-
cario con tal de ganar “cartel” 
en el panorama.

texto familiar que rodea a la 
víctima. Dan detalles para que 
sepa que conocen itinerarios, 
direcciones y puntos débiles. 
Aun así, los expertos en la ma-
teria aconsejan hacer la denun-
cia respectiva, pues de otro mo-
do a los cuerpos de seguridad 
les seguirá siendo muy difícil la 
investigación y la eventual de-
tención de los cabecillas de las 
bandas. El trabajo publicado 
por El Nacional comenzaba así: 
“El secuestro express se propa-
ga a velocidad de vértigo en Ca-
racas amparado en una cúpula 
de silencio: las víctimas apenas 
se atreven a denunciar y cum-
plen la máxima de pagarle a los 
captores y callar. Apenas 60 ca-
sos fueron reportados durante 
los primeros 5 meses del año 
ante la División Antiextorsión y 
Secuestros del Cuerpo de Inves-
tigaciones Científicas, Penales y 
Criminalísticas. Los funciona-
rios no se engañan a sí mismos 
con esa cifra, que consideran 
minúscula frente a la magnitud 
del problema. Calculan que 
hasta 9 de cada 10 personas no 
informan a las autoridades. Un 
patrón así permitiría concluir 
que la estadística sólo refleja 
10% de los casos y que, en rea-
lidad, habría aproximadamente 
600 víctimas en la ciudad a lo 
largo de este año, un promedio 
de 30 cada semana”.

Y fuera de casa también
Otro periódico, y en esta oca-

sión nada ligado a la oposición, 
trajo el domingo 31 de mayo un 
trabajo dedicado a otro tema 
dentro del género de la novela 
negra que vive el país: “Dispa-
rado el sicariato” tituló Últimas 
Noticias, dando algunas cifras 
al respecto: mil 200 casos en 
2008 y 300 casos en lo que va 
de 2009. Esto es, crímenes co-
metidos por personas a quienes 
se les paga para ello. Puede de-
cirse que hay jóvenes venezola-
nos, pues, que trabajan en este 
ramo del crimen no organizado, 
tal cual un free lance o agente 
libre del terror y de la muerte. 
Se ha comprobado que los sin-
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La violencia en casa
El domingo 7 de junio El Na-

cional publicó un reportaje, fir-
mado por el periodista David 
González, sobre la creciente y, 
al parecer, multimillonaria in-
dustria del secuestro express en 
la zona metropolitana de Cara-
cas. Una industria que cada vez 
más aterroriza a los ciudadanos: 
en cualquier reunión surge una 
narración relativa a un secues-
tro express. Es un síntoma de 
los tiempos que se viven el he-
cho de que las conversaciones, 
en la calle o en la oficina o en 
el hogar, giren en torno a esta 
materia; ni siquiera la política 
propiamente dicha, tema tan di-
námico y polémico, da para 
tanto. Cada quien, en toda reu-
nión, tiene un hecho o tragedia 
que contar acerca de algún ac-
to delictivo o violento. Y el se-
cuestro express se abre paso 
como primer chicharrón en la 
angustiante agenda. 

El Ejecutivo nacional, como 
suele suceder, ha mantenido un 
silecio sepulcral sólo roto, a ve-
ces, por espasmódicas declara-
ciones que no conducen a nin-
guna parte. Las autoridades tra-
tan de minimizar las cifras. En 
todo caso, la ola dentro de la 
modalidad del secuestro ex-
press nunca reflejará la verda-
dera medida del drama: sólo 
diez por ciento de los secues-
tros se denuncian pues la gen-
te teme represalias por parte del 
hampa. Los delincuentes, du-
rante el secuestro, suelen hacer 
preguntas y, además, muestran 
su conocimiento sobre el con-
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García-Pelayo y su legado

Reflexionar  
para enfrentar  
el peligro
Graciela Soriano de García-Pelayo*

Los temas que preocuparon al filósofo 

Manuel García-Pelayo, fundador del 

departamento de Ciencia Política de la 

Universidad Central de Venezuela, son 

precisamente los que más preocupan a la 

colectividad venezolana de vocación 

democrática. En estas páginas, varios 

autores retoman su pensamiento y lo 

actualizan

Celebrar el Centenario de Manuel García-
Pelayo en la circunstancia venezolana 
actual conduce a reflexionar sobre am-
bos hechos y a vincular naturalmente 
los términos de la reflexión. De inme-
diato y sin querer se advierte que los 
temas que en la trayectoria intelectual y 
circunstancias de una vida fueron obje-
to de las preocupaciones intelectuales 
del Maestro son, precisamente los que 
están removidos y en cuestión en esta 
trágica coyuntura venezolana tan altera-
da, en la que el orden civil afectado pro-
funda e intensamente está llegando al 
borde de su colapso y disolución.

El horizonte de las reflexiones de Gar-
cía-Pelayo fue muy vasto, tanto, que en 
sus escritos recogidos en más de tres 
mil páginas, sobre un trasfondo inelu-
dible de naturaleza histórica, están las 
claves para entender las condiciones de 
despliegue de la naturaleza socio-polí-
tica del hombre en sus expresiones, no 
sólo racionales, sino también irraciona-
les. Por eso, el ineludible trasfondo an-
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tropológico sostiene su reflexión sobre 
lo político y su orden, orden que se ge-
nera y fundamenta en la importancia de 
la norma y su reconocimiento y acepta-
ción para reglar los comportamientos 
del hombre en sociedad en toda circuns-
tancia.

Con este apéndice dedicado a la cele-
bración del centenario de García-Pelayo, 
la revista SIC se une hoy a la conmemo-
ración, en términos afines a los que han 
privado en las voluntades de honrar la 
fecha por otras publicaciones e institu-
ciones. Así, hace propicia la ocasión pa-
ra repensar frente a sus lectores los pro-
blemas jurídicos y políticos del presente 
a la luz de un pensamiento que, si bien 
tuvo su propia actualidad, señaló pautas 
para, trascendiendo lo actual, tener los 
modos de repensar la realidad hacia lo 
porvenir. Eso explica las razones que 
sustentan las colaboraciones que gene-
rosamente han ofrecido los profesores  
Armando Rodríguez, Humberto Njaim y 
Juan Carlos Rey en esta ocasión.

A través de su contribución se revela 
un hecho de enorme importancia e in-

terés para superar los problemas de la 
circunstancia actual. Las expresiones de 
la reflexión que aquí se incluyen mues-
tran algo cuya trascendencia es funda-
mental e innegable. A saber, que esta 
sociedad está en condiciones, no sólo de 
tener la vivencia de lo que pasa y pade-
cer el presente, sino de tener a su vez la 
conciencia y los instrumentos y actitudes 
para llegar al conocimiento de lo que 
pasa. Sus estudiosos, en este caso cono-
cedores del tema político y jurídico-cons-
titucional en el que Manuel García-Pela-
yo les ha introducido de algún modo, 
coinciden, tanto en una preocupación 
razonable como en la capacidad para 
entender el sentido de los signos del dra-
ma. Desde allí –con sano entendimien-
to– pueden estar en condiciones de mos-
trar vías posibles para superarlo. 

Reflexionar sobre el sistema político 
constitucional de la Venezuela de hoy 
mostrando preocupaciones compartidas 
–y hasta coincidentes– en relación con 
la actualización de la reforma constitu-
cional propuesta en 2007; con el sistema 
conciliar que el régimen propicia; con 
la centralización y concentración de po-
der personal del gobernante; con el res-
peto a la Constitución y el rechazo a sus 
violaciones reiteradas; con la amenaza 
del autoritarismo a la división de pode-
res, y con tantos y tantos peligros contra 
la vida pública y las instituciones como 
se han desatado en los últimos tiempos, 
conduce a descubrir, en beneficio de 
todos, que los problemas se pueden per-
cibir, definir y esclarecer y que sólo a 
través de la reflexión sobre ellos es po-
sible llegar a superarlos. Éste puede ser 
el objeto de las reflexiones que siguen 
a continuación. 

* Presidenta de la Fundación Manuel García-Pelayo. 

El hombre
Manuel García-Pelayo (1909 -1991) fue 
un ilustre jurista y politólogo español 
nacido en Corrales del Vino (Zamora) pero 
enraizado en Venezuela. Antes de emigrar 
a Argentina en 1951 ya comenzaba a ser 
reconocido como una autoridad en Derecho 
constitucional comparado; allí ejerció como 
abogado mientras daba clases de Derecho 
en la Universidad de Buenos Aires. Entre 
1954 y 1958 dio clases de Ciencia Política 
en la Universidad de Puerto Rico y se 
trasladó después a Venezuela, donde fundó 
el actual Departamento de Ciencia Política 
de la Universidad Central de Venezuela y 
el Instituto de Estudios Políticos de esa 
Universidad.
Presidió en 1980 el entonces recién creado 
Tribunal Constitucional de España. Dejó una 
extensísima obra sobre cuestiones jurídicas, 
políticas e históricas, convirtiéndose en un 
referente jurídico de gran prestigio. Murió en 
Caracas, donde su viuda y un grupo de sus 
alumnos y amigos perpetúa su pensamiento 
a través de la Fundación que lleva su 
nombre.
Una versión ampliada de su perfil puede 
verse en: 
http://www.fundaciongarcia-pelayo.org/
biografia/semblanza2.html
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Sobre el Estado 
social de 
derecho
Juan Carlos Rey*

El autor parte de una disyuntiva:  ¿Estado 

democrático y social de derecho o Estado 

socialista? Sobre un texto de García-Pelayo 

titulado Las antinomias y crisis del Estado 

democrático liberal, analiza el regimen actual 

venezolano. Advierte el autor, entre otras 

cosas, que el carácter democrático  

de un régimen político no se puede definir  

en base a lo puramente material

De las constituciones venezolanas, la de 
1999 es la primera que incluye expre-
samente, en su artículo 2, la fórmula de 
que Venezuela se constituye en “un Es-
tado democrático y social de Derecho 
y de Justicia”, usando una expresión ca-
si idéntica a la del artículo 1.1 de la 
Constitución española de 1978, a la que 
apenas se han añadido las tres últimas 
palabras (“y de Justicia”), que en reali-
dad son innecesarias, pues dentro de la 
concepción del Estado social está implí-
cita la idea de que se trata de un Estado, 
una de cuyas tareas es intervenir en la 
sociedad para asegurar una justicia dis-
tributiva y social. 

Venezolanos que han estudiado el 
tema están de acuerdo en admitir que, 
aunque la expresión Estado social de 
Derecho no se haya incluido explícita-
mente, sin embargo, el concepto corres-
pondiente (aunque no la expresión) es-
taba ya presente en las constituciones 
de 1947 y 1961, e incluso han tratado de 
rastrear la presencia de elementos del 
concepto de Estado social en las cons-
tituciones postgomecistas, desde la pri-
mera, la de 1936, en las que, sin embar-
go, estaba ausente el elemento esencial, 
que era el de Estado democrático, que 
no aparece en la Venezuela del siglo 
XX, hasta la Constitución de 1947. Se 
trata de un concepto de origen alemán, 
que se remonta a los años inmediata-
mente posteriores a la Primera Guerra 
Mundial, y que después de haber sufri-
do un colapso, fruto de la llegada de 
Hitler al poder en 1933, va a renacer en 
ese país tras la Segunda Guerra Mundial, 
para universalizarse y ser incorporado 
a la Constitución democrática española, 

	 julio 2009 / SIC 716	 259



y tras ella por varios países latinoame-
ricanos, entre ellos Colombia y Venezue-
la. La idea, pese a ser relativamente re-
ciente, ha disfrutado de muy buena for-
tuna, aunque no ha estado exenta de 
polémicas, pues se trata de un concep-
to que no goza de una claridad, debido, 
entre otras razones, a su falta de dife-
renciación y de las eventuales confusio-
nes con el concepto de Estado socialis-
ta. En este sentido, los agudos análisis 
de Manuel García-Pelayo van a servirnos 
de guía para su aclaración conceptual.

La idea del Estado social aparece ape-
nas incoada en el clásico manual de De-
recho Constitucional (1ª edición de 
1950), al referirse a la crisis y las trans-
formaciones del Estado democrático li-
beral. Se trata de una relativa falta de 
atención, totalmente justificada, pues co-
mo dice García-Pelayo en su “Prólogo”, 
sólo ha incluido aquellos sistemas cons-
titucionales que en aquella época podían 
considerarse como “firmemente arraiga-
dos en la realidad política” (“Prólogo” a 
la primera edición, p. 11). Lo cual expli-
ca que también se excluyera el grande 
y polémico esfuerzo por tratar de ins-
taurar un Estado social y democrático 
de Derecho, intentado a través de la 
Constitución de Weimar, que se frustró 
a partir de 1933, con la llegada al poder 
de Hitler y el nazismo. Pero también fue 
excluido del manual el caso de la Repú-
blica Federal de Alemania, que había 
resurgido después de la Segunda Guerra 
Mundial, incluyendo expresamente la 
idea y la expresión de Estado democrá-
tico y social, en los artículos 20 y 28 de 
su Ley Fundamental (Constitución), pro-
mulgada en 19491, apenas un año antes 
de la publicación del Derecho Constitu-
cional y de cuya viabilidad estaba aún 
por averiguar. El éxito posterior de la 
Constitución y del experimento político 
que supuso la nueva República Federal 
de Alemania, hizo que la idea de Estado 
democrático y social de Derecho se con-
virtiera en muy atractiva para configurar 
el orden constitucional de muchos paí-
ses, aun sin la necesidad de que fuera 
incorporada expresamente al texto es-
crito de sus constituciones.

En todo caso, un pasaje que pronto se 
iba a convertir en un texto clásico para 
los países de lengua hispana es aquel 
que García-Pelayo desarrolla en su ma-
nual, bajo el título de “Las antinomias y 
crisis del Estado democrático liberal”, en 
el cual reconoce que tal tipo de Estado 
se encuentra en crisis y transformación, 

pues se basa en la unidad de dos térmi-
nos (democracia y liberalismo) que si 
bien se pretende armonizarlos, sin em-
bargo representan, en sí mismos, reali-
dades antagónicas y de difícil conviven-
cia, cuando los respectivos principios que 
los informan se desarrollan adecuada-
mente y hasta sus últimas consecuencias 
(5ª edición de 1959, pp. 198-204). Esen-
ciales, en relación con el tema que esta-
mos tratando, son sus observaciones so-
bre la extensión del principio propio de 
la democracia, desde la esfera política, 
para abarcar también la esfera económi-
ca y social: “Los nuevos principios cons-
titucionales comenzaron a informar los 
textos constitucionales a partir de la otra 
postguerra (derechos a prestaciones del 
Estado, constitucionalización de medidas 
de política social, posibilidades de socia-
lización e intervención en la vida econó-
mica, etc.)”. Y añade: “A esta ampliación 
de la democracia a nuevos campos, he-
cha posible por la sucesiva extensión de 
la democracia política, se le ha llamado 
socialismo. Pero el fenómeno es dema-
siado extenso para limitarlo a un ideario 
y a un partido político específicos. En 
realidad se trata de un fenómeno de con-
formación de la Sociedad en Estado, en 
el que se manifiesta la adaptación de an-
tiguas formas a nuevas situaciones; se 
trata de un proceso simultáneo de con-
vivencia y de transformación, pero sin 
destrucciones violentas” (5ª edición, p. 
204). Con lo cual García-Pelayo ya va a 
tomar distancia con quienes confundían 
lo que después todos van a llamar Esta-
do social con el socialismo. 

Integración recíproca 
García Pelayo va a desarrollar exhaus-

tivamente el tema, años más tarde, en 
una época en la que la viabilidad, tanto 
del concepto como de la nueva realidad 
que era el nuevo Estado democrático y 
social de Derecho, ya no estaba en duda, 
en “El Estado social y sus implicaciones”, 
un curso dictado en la Universidad Au-
tónoma de México en 1974 (publicado 
por dicha institución en 1975), que junto 
con otros artículos va a ser editado por 
Alianza Universidad en 1977, con el títu-
lo de Las transformaciones del Estado 
contemporáneo. En la cuarta edición 
(1985) de este libro, le añade un conciso 
trabajo nuevo, titulado “El Estado social 
y democrático de derecho en la Consti-
tución española”, que pese a su brevedad 
constituye un estudio indispensable so-

El Estado de Derecho 
social modifica al 
Estado de Derecho 
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implique una ruptura 
con el mismo, sino sólo 
una adaptación y un 
complemento con otros 
valores.
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bre el concepto de Estado social, pues 
tiene un gran interés general, más allá 
del caso español, y particularmente pa-
ra Venezuela2.

Refiriéndose a la fórmula tripartita, 
Estado social y democrático de Derecho, 
García-Pelayo llama la atención de que 
se trata de “un esfuerzo de síntesis entre 
tres términos, cada uno de los cuales, 
dejado a su propio desarrollo dialéctico, 
podría conducir al antagonismo con los 
otros dos o con alguno de ellos” (p. 
1659). De manera que “la única posibi-
lidad de dar vigencia a los principios 
contenidos en la fórmula tripartita –Es-
tado de Derecho, Estado social, Estado 
democrático– es su integración recipro-
ca […]” (p. 1660). No es lícito considerar 
cada uno de esos términos tomados ais-
ladamente, “ni tampoco en una simple 
agregación o superposición que no aña-
diría sentido nuevo a cada uno de ellos, 
sino que tal originalidad y significación 
radica en la integración de esos tres tér-
minos en una totalidad conceptual que 
define a un tipo de Estado relativamen-
te complejo construido por la totalidad 
de los tres componentes vinculados en-
tre sí por relaciones directas e indirectas, 
más o menos complicadas según los ca-
sos y las coyunturas concretas” (pp. 
1663-1664). De manera que es necesario 
analizar, caso por caso, la forma concre-
ta que reviste en cada país. Retengamos, 
por el momento, por su interés para no-
sotros, la ilegitimidad de considerar a 
cada uno de esos términos aislados, y 
sobre todo, de tratar de desarrollar uni-
lateralmente cualquiera de ellos, sin te-
ner en cuenta sus necesarias conexiones 
e interrelaciones con los otros. 

En el caso de Venezuela, hay que de-
cir que resulta inadmisible, como en 
más de una ocasión ha pretendido 
Chávez, definir el carácter democrático 
de un régimen político, en un sentido 
puramente material, atendiendo al con-
tenido de sus políticas estatales (quiénes 
son los que se benefician de ellas) pres-
cindiendo de la participación de los be-
neficiarios en dichas decisiones. Un Es-
tado democrático y social no es compa-
tible con un Estado autoritario “en el 
que la participación en los bienes eco-
nómicos y culturales no va acompañada 
de la participación en la formación de 
la voluntad política del Estado, ni de la 
intervención de los afectados en el pro-
ceso de distribución o asignación de 
bienes y servicios, sino que las decisio-
nes de uno u otro tipo se condensan, 

sin ulterior apelación y control, en unos 
grupos de personas designadas por una 
autoridad superior y/o por unos meca-
nismos de cooptación, de modo que el 
ciudadano, sea en su cualidad política 
abstracta, sea en su cualidad social con-
creta, no posee –al menos hablando en 
términos típico-ideales– otro papel que 
el de recipiendario, pero no el de par-
ticipante en las decisiones”. Ni es com-
patible con un régimen en que una bue-
na parte de las organizaciones y asocia-
ciones que existen son dominadas o 
controladas por el centro del sistema, 
de tal modo que “o bien demandan al 
Estado lo que éste quiere que le deman-
den, o bien sólo el grupo que detenta 
el poder en el Estado decide qué orga-
nizaciones van a ser oídas en sus de-
mandas […]” (p. 49). 

Pero, tampoco es compatible, como 
pretenden los neoliberales (en realidad 
neoconservadores) un régimen que só-
lo se preocupa por establecer controles 
jurídicos y políticos a la acción del go-
bierno, para impedir que se convierta 
en tiránico, y que se rehúsa a satisfacer 
las preferencias de la mayoría, pues con-
sidera que esto es algo técnicamente 
imposible y políticamente indeseable3.

El Estado de Derecho social modifica 
al Estado de Derecho liberal, pero sin 
que esto implique una ruptura con el 
mismo, sino sólo una adaptación y un 
complemento con otros valores. Esto sig-
nifica, además de derechos fundamen-
tales, con una esfera de libertad para las 
personas, inviolable por los poderes del 
Estado; una distribución de poderes ho-
rizontal y vertical de acuerdo a normas 
que señalan el ámbito de cada uno; y, 
especialmente, primacía de la Constitu-
ción, de forma que ningún acto del Es-
tado, incluida la legislación, pueda ir en 
contra; además, primacía de la ley sobre 
los demás actos estatales; control a tra-
vés de tribunales independientes. 

Sobre todo, hay que subrayar la ne-
cesaria vinculación de la democracia 
con el Estado de Derecho, lo que signi-
fica: a) que las decisiones de la mayoría 
de los ciudadanos, cuando actúa como 
un poder constituido, no están sobre el 
Derecho, sino bajo el Derecho (por tan-
to, sometida a la Constitución y leyes); 
pero también, b) que dicha mayoría, 
aunque actúe como poder constituyen-
te originario, no posee un poder ilimi-
tado sobre el Estado. Como dice García-
Pelayo: “El componente democrático 
encuentra sus límites en la estructura 
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normativa del Estado de Derecho, a la 
vez que es generalmente considerada 
como una parte integrante esencial de 
éste. Su contenido se amplía a la dimen-
sión social, que pone, a su vez, los lími-
tes al decisionismo democrático, ya que 
debe respetar los valores constitucional-
mente protegidos” (p. 1664). Esta es una 
idea esencial, para entender el Estado 
democrático y social de Derecho, pues 
parece ser que la concepción de Chávez 
acerca del significado de la democracia, 
a menudo llega a negar la necesidad de 
que sea compatible con el Estado de 
Derecho y con la constitucionalidad. 

Aunque el artículo 2 de la Constitución 
de 1999 declara que “Venezuela se cons-
tituye en un Estado democrático y social 
de Derecho y de Justicia”, nada del res-
tante texto constitucional nos indica que 
esto equivalga a la proclamación de un 
Estado socialista o a que se autorice la 
instauración del socialismo. La ambigüe-
dad o la poca claridad a que pueden dar 
lugar los conceptos de Estado social y o 
de socialismo, puede generar las confu-
siones sobre este particular. Sin embargo, 
en Venezuela disponemos de una im-
portante y extensa sentencia de nuestra 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia4, en la que se analiza el sig-
nificado y alcance que en nuestra Cons-
titución tiene el Estado Social de Derecho, 
y en la que se aclara que el mismo no 
implica ninguna tendencia o inclinación 
hacia un Estado socialista, pues respeta 
“la libertad de empresa” y “el derecho 
de propiedad”. Se trata de un “Estado 
que protege a los habitantes del país 
contra la explotación desproporcionada 
[…] impidiendo o mitigando las prácticas 
que atentan contra la justa distribución 
de las riquezas”, mediante medidas lega-
les para regular la economía, restringir 
la propiedad con fines de utilidad públi-
ca o interés general o limitar legalmente 
la libre empresa por las razones previstas 
en la Constitución. 

El propio Chávez, inspirador y pro-
pulsor principal del texto constitucional 
aprobado en 1999, ha aclarado que en 
el tiempo en que dicho texto fue pro-
puesto, él no era ni socialista ni comu-
nista, sino que creía en la posibilidad de 
un capitalismo humano, inspirado en la 
tercera vía de Tony Blair. 

Compromiso entre dos grupos distintos
El establecimiento de un Estado de-

mocrático y social de Derecho no ha 

sido, la mayoría de las veces, resultado 
de una decisión unánime que expresaría 
la totalidad homogeneidad de quienes 
comparten los mismos valores o las mis-
mas ideologías políticas, sino ha sido, 
más bien, el resultado de una transac-
ción o compromiso, que se produjo co-
mo resultado de negociaciones entre 
personas con ideologías y valores no 
sólo diferentes sino a menudo opuestas. 
Aunque se trata de una cuestión que 
debe ser examinada país por país, y en 
sus distintas épocas, se ha tratado, en 
términos generales, de lograr una tran-
sacción o compromiso entre dos grupos 
muy distintos: por un lado quienes con-
sideran que el orden social y económico 
de la sociedad capitalista es, en conjun-
to, satisfactorio o adecuado y están in-
teresados, sobre todo, en preservar la 
libertad individual frente a los peligros 
de intromisión estatal; y, por otro lado, 
se sitúan los partidarios de la interven-
ción del Estado para modificar dicho 
orden económico y social, introducien-
do criterios de justicia social, que podría 
incluir medias de redistribución, lo cual 
requeriría cambiar las reglas constitucio-
nales bajo las que habría funcionado el 
Estado liberal. Un acuerdo entre ambos 
grupos, que hiciera posible la común 
aceptación de las nuevas reglas ha sido 
difícil, sin embargo en muchos casos ha 
sido posible lograr una transacción y 
compromiso, mediante la instauración 
de un Estado de bienestar keynesiano, 
capaz de promover al mismo tiempo el 
crecimiento y la distribución a través de 
la constitución de un Estado social y 
democrático de Derecho5. 

El compromiso consistió, básicamen-
te, en la mayoría de los casos, en abrir 
a nivel constitucional la posibilidad de 
crear nuevos derechos de carácter eco-
nómico o social, o en limitar los dere-
chos tradicionales, pero, en ambos ca-
sos, se difiere o se traslada la decisión 
concreta sobre tales cuestiones a nivel 
de la legislación ordinaria. Esto significa, 
en primer lugar, que junto a los derechos 
individuales clásicos, de raigambre libe-
ral, que implican fundamentalmente un 
deber de abstención por parte del Esta-
do, se reconocen otros derechos de na-
turaleza económica y social, a favor de 
ciertos sectores sociales menos favore-
cidos, que lejos de suponer una absten-
ción del Estado, requieren cierta activi-
dad positiva de las autoridades públicas, 
a través de regulaciones o de prestacio-
nes directas (derecho a la seguridad so-
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El Estado social implica también que 
la Constitución admite la posibilidad de 
que por vía legislativa se establezcan 
ciertas limitaciones o condicionamientos 
a algunos de los derechos fundamenta-
les tradicionales, que antes eran consi-
derados como absolutos. Por ejemplo, 
limitaciones al derecho de propiedad 
por razones de interés social; o limita-
ciones a la libertad de contratación de-
rivadas del desarrollo del Derecho del 
Trabajo. Aquí, como en el anterior caso, 
es la ley la que debe regular la cuestión. 
Sin embargo entre las dos situaciones 
existe una evidente asimetría, pues en 
tanto que los nuevos derechos econó-
micos y sociales son de naturaleza pro-
gramática, en el sentido que su efecti-
vidad queda suspendida hasta que la 
ley lo establezca, los derechos funda-
mentales tradicionales son en principio 
plenamente efectivos y sólo pueden ser 
objeto de condicionamientos o limita-
ciones a través de leyes dictadas expre-
samente para tal fin. En tales condicio-
nes, es evidente que con tal solución 
son favorecidas las posiciones más con-
servadoras. Pero la lucha se traslada del 
nivel constitucional para desarrollarse 
ahora, fundamentalmente, en el terreno 
legislativo y su resultado va a depender, 
en definitiva, de la correlación de fuer-
zas en el ámbito del parlamento y de 
los procedimientos utilizados para la 
aprobación de las leyes, y de los con-
troles posibles sobre las mismas.

La brasa para su sardina
Si comparamos esta Constitución con 

las de 1947 y 1961, es cierto que contie-
ne un mayor número de disposiciones 
relativas a los derechos económicos y 
sociales, pero ello no significa que no 
haya reconocido o que se hayan des-
cuidado los derechos individuales y po-
líticos más tradicionales. Por otra parte, 
debido a la coexistencia, en su interior, 
de valores y principios heterogéneos, 
hace compatible la unidad política na-
cional con una diversidad y pluralidad 
cultural y de opiniones políticas. Y ha-
ce posible, también, que entre los ciu-
dadanos surjan controversias sobre el 
distinto peso o énfasis que deben tener 
los diversos principios y valores incor-
porados a la Constitución y, especial-
mente, sobre la oportunidad y ritmo con 
que deben ser desarrolladas las distintas 
normas programáticas contenidas en 
ella. Todas estas controversias son nor-

cial, a la educación, a la salud, etc.). 
Pero, a diferencia de los preceptos cons-
titucionales tradicionales, que garantizan 
los derechos constitucionales del primer 
tipo, y que son tenidos como normas 
perfectas, acabadas y plenamente exi-
gibles, muchas de las que consagran 
estos nuevos derechos económicos y 
sociales, son consideradas como normas 
meramente programáticas, de modo que 
para ser efectivas necesitan un desarro-
llo jurídico y administrativo, mediante 
la creación de servicios públicos y la 
consiguiente provisión de recursos pre-
supuestarios. De manera que la mera 
consagración constitucional de estos 
nuevos derechos, a través de normas de 
carácter programático, implica una obli-
gación de carácter más bien político o 
moral, pero no estrictamente jurídica, 
por parte del Estado. El compromiso o 
transacción consiste en que la Constitu-
ción, tras una consagración del derecho 
que considera en abstracto deseable, 
remite a la legislación para el estableci-
miento de las condiciones o modalida-
des de su ejercicio, suspendiendo entre 
tanto su aplicación. De manera que el 
compromiso puede consistir en aplazar 
o diferir la decisión relativa a su efecti-
va aplicación sine die.
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males y los eventuales conflictos políti-
cos que de allí surgen son perfectamen-
te legítimos. Pero cuando se pretende 
reducir unilateralmente los valores y 
principios consagrados en la Constitu-
ción a los de un solo signo, seleccionan-
do sólo aquellos que responden a una 
ideología particular e ignorando o recha-
zando los restantes, se abandona el te-
rreno de la legitimidad y de la constitu-
cionalidad. Y, al parecer, esto es lo que 
pretenden hacer algunos cuando, apo-
yándose en algunas citas selectivas del 
Preámbulo de la Constitución y a ciertos 
artículos, referentes a ciertos principios 
generales y a algunos valores políticos y 
sociales considerados deseables, preten-
den que ellos autorizan la implantación 
del socialismo. Se trata de una selección 
unilateral y sesgada del texto constitu-
cional, pues ante la diversidad de dere-
chos consagrados en el mismo desechan 
algunos de los mas importantes, contra-
diciendo con ello el mismo texto de 
nuestra Constitución, que garantiza a to-
dos “el goce y ejercicio irrenunciable, 
indivisible e interdependiente de los de-
rechos humanos” (Artículo 19); de todos 
los derechos y no de algunos interpre-
tados unilateralmente de acuerdo a un 
determinado signo ideológico. 

La Constitución vigente garantiza ex-
presamente, entre otras cosas, la inicia-
tiva privada y la libertad económica (Art. 
112 y 299), el derecho de propiedad (Art. 
115). Si además tenemos en cuenta las 
disposiciones en las que se consagran 
los derechos políticos, nuestro vigente 
texto constitucional autoriza al estable-
cimiento de un socialismo democrático, 
como el que has establecido los gobier-
nos socialdemócratas en Europa occi-
dental, pero no a un socialismo totalita-
rio como el que han implantado cuando 
se ha seguido la inspiración marxista-
leninista. 

Fue en un importante discurso, pro-
nunciado con motivo de su juramenta-
ción como Presidente, después de su 
reelección, el 10 de enero de 2007, cuan-
do Hugo Chávez anunció al país que se 
iniciaba un proceso urgente de reforma 
radical de la Constitución de 1999, para 
eliminar los componentes de la misma 
que impedían u obstaculizaban avanzar 
hacia el socialismo y que, al ser elimi-
nados, iban a permitir abrir la vía vene-
zolana al socialismo y que iban a hacer 
posible el socialismo del siglo XXI6. Con 
ello estaba reconociendo expresamente 
que el texto constitucional vigente cons-

tituía un obstáculo para la implantación 
del socialismo.

En verdad, nadie sabe qué entiende 
Hugo Chávez por el socialismo venezo-
lano del siglo XXI, pero parece evidente 
que si se tratara de un socialismo demo-
crático, como el que existe o ha existido 
en muchos países de Europa occidental, 
sería perfectamente posible que fuera 
construido a partir de la Constitución 
vigente de 1999, sin necesitar de ningu-
na modificación. En efecto, dicha Cons-
titución afirma, simultáneamente, la va-
lidez de los clásicos derechos del hom-
bre, proclamados por el liberalismo po-
lítico, por una parte; de los derechos de 
inspiración democrática, relativos a la 
participación de todos en las decisiones 
públicas, por otra parte; y, finalmente, 
de los más recientes derechos de carác-
ter económico y social que requieren 
prestaciones positivas del Estado; tratan-
do de lograr una cierta síntesis de todos 
ellos que conduzca al modelo que nues-
tro texto constitucional denomina Esta-
do Democrático y Social de Derecho y 
Justicia. Pero para esto se requeriría de 
todos, tanto del Gobierno como de la 
oposición, un compromiso auténtico y 
sincero, no fraudulento, de respetar la 
Constitución. La gran pregunta es: ¿Es 
esto mucho pedir?

* Profesor de la Universidad Central de Venezuela.  
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La vinculación que se ha establecido entre la 

Constitución y la prédica de una “revolución” 

política tiene sus límites: la dinámica indica 

que, en muchos casos, las decisiones 

gubernamentales se apartan ostensiblemente 

del espíritu, propósito, razón, sentido y 

alcance del texto fundamental

La informalidad está de moda
Armando Rodríguez García*

La revisión de la Constitución del 99, en 
contraste con las realizaciones y tenden-
cias marcadas por la acción de los de-
cisores públicos que lideraron su gesta-
ción y se han mantenido en funciones 
de gobierno, es un buen punto de mira 
para conocer el grado de apego que 
respecto de sus postulados exhibe la 
conducta de esos actores. Esto es bueno 
para medir su coherencia. ¿Han sido 
fieles a aquel preámbulo que postulaba 
“refundar la República para establecer 
una sociedad democrática, participativa 
y protagónica”?

De igual modo, esa mirada de con-
trapunto del texto constitucional con las 
tendencias de la acción de gobierno ayu-
da a poder percibir, en proyección hacia 
el futuro, la viabilidad práctica y la pre-
visible efectividad real de las decisiones 
y las actuaciones, tomando como refe-
rente el marco teórico que aporta la re-
flexión científica sobre lo que significan 
las transformaciones del Estado contem-
poráneo y las características que dan 
contenido conceptual al Estado de nues-
tro tiempo.1 

De modo particular interesa lo atinen-
te a la institucionalidad pública en ge-
neral; esa institucionalidad que abarca 
globalmente todas las instancias del Es-
tado. Pero destacamos particularmente, 
la institucionalidad atinente al aparato 
administrativo del Estado, a la adminis-
tración pública –tanto a su anatomía 
como a su fisiología–, que como sabe-
mos, sólo se estructura y funciona en 
niveles adecuados, bajo parámetros de 
orden, ordenación y organización pro-
pios de un sistema racional y científica-
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mente estructurado, que comporta la 
aparición de componentes sociológicos, 
políticos y jurídicos, presentes de ma-
nera integrada.

Desde la óptica de enfoque jurídico 
y político-constitucional, la Constitución 
venezolana de 1999 ofrece, a nuestro 
juicio, una particularidad que merece 
ser destacada, para la mejor compren-
sión de su análisis. La particularidad se 
trata de la vinculación que se ha esta-
blecido entre la Constitución y la prédi-
ca de una “revolución” política, que se 
caracteriza como pacífica y plenamente 
apegada al orden jurídico, adjetivada 
como bolivariana (en atención a los pos-
tulados del ideario de Simón Bolívar que 
emplea a manera de inspiración), que 
sirve como soporte de campaña prose-
litista y programa intelectual o ideoló-
gico, a la opción política que resultó 
ganadora en el proceso electoral de 
1998. Precisamente, dentro del conjunto 
de ofertas contenidas en aquel progra-
ma electoral se presentó, como masca-
rón de proa, la convocatoria a una 
Asamblea Nacional Constituyente para 
la redacción de un nuevo texto consti-
tucional que debía reemplazar al enton-
ces vigente. Como es bien sabido, ese 
objetivo −inmediato y fundamental− se 
cumplió con la promulgación de la 
Constitución de la Republica Bolivaria-
na de Venezuela.

Entonces, resulta interesante la pre-
sencia de un conjunto de manifestacio-
nes inscritas en la dinámica política, 
ocurrido a partir del momento de su 
aprobación, que debe considerarse y 
evaluarse en contraste con los conteni-
dos de esa carta fundamental refunda-
dora; aunque −tal como intentamos po-
ner de manifiesto más adelante− no es 
válido categorizar a muchos de los acon-
tecimientos y tendencias que identifican 
con mayor ímpetu esa dinámica, como 
una consecuencia directa o indirecta del 
cuerpo constitucional. Antes bien, en 
muchos casos constituyen una expresión 
diáfana y deliberada de derivas que se 
apartan ostensiblemente del espíritu, 
propósito, razón, sentido y alcance del 
texto fundamental.

En cualquier caso, el dato de mayor 
significación para el presente análisis 
viene dado por un hecho evidente: la 
presentación de los contenidos de la 
Constitución de 1999 como el soporte 
fundamental, como el esquema progra-
mático básico, la verdadera carta de na-
turaleza de la propuesta revolucionaria. 

Por ello, aparece unida la oferta –o tal 
vez, mejor–, el compromiso, de hacer la 
“revolución” totalmente, integralmente, 
absolutamente, dentro del orden jurídi-
co establecido (no puede haber uno dis-
tinto): “Dentro de la Constitución todo, 
fuera de la Constitución nada” es el es-
logan que se emplea comúnmente por 
los más altos grados jerárquicos del li-
derazgo revolucionario, lo que sin duda 
le impregna un signo de llamativa pe-
culiaridad, que se convierte en uno de 
los principales atributos distintivos del 
experimento. En consecuencia, el cabal 
cumplimiento del postulado sirve como 
parámetro referencial para calibrar su 
efectividad −ética y práctica−, en cuan-
to a lo genuino de sus resultados.

Institucionalidad formal
En este sentido, desde el punto de 

vista de la institucionalidad pública, los 
contenidos de este texto (1999) no di-
fieren en mucho de los correspondien-
tes al texto derogado (Constitución de 
1961), a pesar de la elevada pretensión 
de su alcance (“refundar la República”). 
Tampoco aparece en el mismo, mención 
alguna a la “revolución”, su definición, 
orientación, contenido o alcance.

Así, en los artículos 112, 113 y 229 se 
consagran la libertad económica, la 
proscripción de los monopolios –como 
mecanismo de protección de los ciuda-
danos–, y la garantía de la libre compe-
tencia por parte del Estado, precisando 
que el régimen socioeconómico se fun-
damenta en los principios de justicia 
social, democratización, eficiencia, libre 
competencia, protección del ambiente, 
productividad y solidaridad con la fi-
nalidad de asegurar el desarrollo huma-
no integral y una existencia digna y pro-
vechosa para la colectividad, para lo 
cual ordena (art. 299), que el Estado 
conjuntamente con la iniciativa privada 
promueva el desarrollo armónico de la 
economía nacional, con el fin de gene-
rar fuentes de trabajo, alto valor agrega-
do nacional, elevar el nivel de vida de 
la población y fortalecer la soberanía 
económica del país, garantizando la se-
guridad jurídica y la aplicación de una 
planificación estratégica democrática, 
participativa y de consulta abierta.

De su parte, como componente de 
necesaria presencia en el sistema estatal 
(que resulta de múltiples maneras afec-
tado en su arquitectura y funcionamien-
to por los otros componentes, en tanto 

“Dentro de la 
Constitución todo, fuera 
de la Constitución nada” 
es el eslogan que se 
emplea comúnmente 
por los más altos grados 
jerárquicos del liderazgo 
revolucionario, lo que 
sin duda le impregna un 
signo de llamativa 
peculiaridad, que se 
convierte en uno de los 
principales atributos 
distintivos del 
experimento. 
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constituye inevitablemente un sistema 
complejo2), la administración pública en-
cuentra postulados constitucionales que 
determinan sus perfiles como expresión 
de institucionalidad formal, ajustada a 
principios rigurosos, en el contexto de 
lo que significa la fórmula de un Estado 
democrático y social de Derecho y de 
Justicia (artículo 2 constitucional).

De allí que, de una manera inequívo-
ca, la Constitución disponga, a modo de 
principio, que la administración pública 
está al servicio de los ciudadanos, y ope-
ra con sometimiento pleno a la ley y al 
derecho3 , postulado que se articula di-
rectamente con el principio de legalidad 
(piedra angular del Estado de Derecho) 
que –para no dejar espacio a dudas– se 
positiviza como norma constitucional4, 
que comporta como componente sisté-
mico esencial para la configuración co-
herente del régimen jurídico constitu-
cional de la administración pública den-
tro del Estado (recordemos: un Estado 
democrático), la subordinación e impar-
cialidad política de los funcionarios que 
la componen.5

Sin embargo, a pesar de la claridad y 
precisión de tales disposiciones consti-
tucionales, la tendencia del Gobierno 
comenzó a marcar una fuerte deriva 
hacia la instalación de un régimen so-
cialista mediante la puesta en marcha 
de una fórmula que parte del ejercicio 
del poder público y toma como apoyo, 

precisamente, a las estructuras institu-
cionales del poder, que por ser tales, 
pertenecen a toda la colectividad y no 
a ninguna parcialidad en particular.

Concentración en una mano
Desde luego, una tendencia de ese 

talante comporta fatalmente el distancia-
miento progresivo del postulado princi-
pista que sustenta la pretensión de rea-
lizar la “revolución” dentro de la Cons-
titución. Dicha tendencia alcanza su de-
finitivo punto de inflexión con la pro-
puesta de reforma constitucional (2007), 
cuyos contenidos implican la transfor-
mación de la Norma Fundamental, con-
trariando su propia esencia, para some-
terla a los objetivos de la “revolución”.

En particular destaca la tendencia a la 
concentración y centralización del poder 
en el Presidente de la República, forma-
lizando de esa manera, lo que progresi-
vamente había venido ocurriendo en el 
ejercicio práctico del gobierno, con la 
complicidad de los agentes y represen-
tantes que cubren las posiciones de las 
distintas ramas del poder público, lo que 
ha llevado a la apreciación de “fraude a 
la constitución y fraude a la democracia, 
con el objetivo de consolidar un régimen 
autoritario en gestación desde 1999”6. 

En efecto, parece que la etapa de seis 
años que corresponde al período cons-
titucional de gobierno, fue suficiente 
para evidenciar a los actores, que el mol-
de constitucional resulta muy estrecho 
e incómodo para permitir el margen de 
maniobra requerido por el apetito del 
proyecto político en marcha. 

En otras palabras, las lógicas trans-
formaciones del Estado, para adaptarlo 
a la contemporaneidad, dentro de los 
parámetros de institucionalidad y res-
peto a las formas, que acredita la expe-
riencia comparada, se hacen insuficien-
tes en este caso, por lo que se hace 
necesario explorar fórmulas diferentes. 
Por tal razón, en ese episodio destaca 
la propuesta de reforma del artículo 141 
constitucional, para instalar una admi-
nistración paralela, no sujeta al principio 
de legalidad, identificada como las mi-
siones, para formalizar una de las mo-
dalidades que venía aplicando el Go-
bierno en sus actuaciones.

Tales elementos marcan ese punto de 
quiebre, a partir del cual, y aún cuando 
la reforma fue negada por la votación 
popular, el Gobierno acentuó su tenden-
cia; tanto en el rediseño de las estructu-

En efecto, parece que la 
etapa de seis años que 
corresponde al período 
constitucional de 
gobierno, fue suficiente 
para evidenciar a los 
actores, que el molde 
constitucional resulta 
muy estrecho e 
incómodo para permitir 
el margen de maniobra 
requerido por el apetito 
del proyecto político en 
marcha.
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ras, provocando el surgimiento de una 
seudo institucionalidad paralela que acre-
cienta el centralismo y la concentración 
del poder, como con la reafirmación del 
régimen socialista impuesto desde el 
ejercicio del Gobierno, mediante la apro-
piación de bienes y empresas que au-
menta el control directo de los medios 
de producción y de la actividad econó-
mica en general. Esto va acompañado 
por cambios en la institucionalidad pú-
blica –en particular la estructura de la 
administración–, como complemento ins-
trumental, dentro de los efectos propios 
de las relaciones de causalidad lineal y 
circular que dibuja un sistema complejo 
como el Estado contemporáneo7.

La abundante producción de Decretos 
Leyes (“leyes habilitadas” en el léxico 
más común y cotidiano), ha conducido, 
entre otras consecuencias, a la instala-
ción –por la vía de instrumentos norma-
tivos y actuaciones de carácter subcons-
titucional y “revolucionario”– de instan-
cias de institucionalidad que, como mí-
nimo, podemos calificar de informales, 
o no ortodoxas, dentro de los paráme-
tros de común aceptación en el campo 
de los sistemas de organización necesa-
riamente juridificados, por estar inserta-
dos en un Estado de Derecho.

Manteniendo la concepción expresada 
en el proyecto de reforma constitucional, 
prácticamente se ha venido trastocando 
el perfil de la administración; se ha pros-
crito el empleo de las figuras autonómi-
cas y se acentúa el esquema centraliza-
do de decisiones y acciones, tanto en el 
espectro de la administración funcional 
como en el campo de la articulación te-
rritorial del poder público, todo lo cual 
se produce en un escenario de arbitra-
riedad y contrariedad a derecho que evi-
dencia el fracaso del postulado funda-
mental relativo a la “revolución” dentro 
de la Constitución.

En síntesis, es inocultable que la im-
posición de los rumbos actualmente en 
curso, se hace quebrando, no sólo la 
legalidad formal (lo que ya sería sufi-
ciente para augurar poco éxito en la 
prospectiva), sino que la deriva adopta-
da –con un talante abiertamente autori-
tario–, resulta en contramarcha de la 
dirección que marca la modernidad, la 
complejidad y carácter sistémico que im-
pregna al Estado de nuestro tiempo. 

 * Profesor de la Universidad Central de Venezuela.
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Las revoluciones vienen  
con fecha de caducidad
Humberto Njaim*

La heterogeneidad del constitucionalismo 

chavista parece irremediable. A partir de esta 

idea, el autor desgrana las contradicciones 

entre los deseos, al parecer lícitos, de un 

socialismo democrático y la realidad cruda 

que camina hacia el centralismo autoritario.  

A final de cuentas, ningún Estado ve con 

indiferencia la movilización política desde las 

bases si no las ha previsto y controlado

En la parte especial del Derecho consti-
tucional comparado de García-Pelayo, 
uno de los sistemas constitucionales es-
tudiados es el soviético. Esta descrip-
ción, como todas las de los demás sis-
temas que trata, aún hoy en día se lee 
con provecho debido a la especial ca-
pacidad del autor para captar esencias 
y expresarlas en forma breve y preci-
sa. 

Suele decirse, sobre todo últimamen-
te, que Venezuela se encamina hacia un 
régimen comunista de modelo soviético 
o, más inmediatamente, cubano. Pero 
más allá de estas calificaciones que, en-
seguida, despiertan asociaciones emo-
tivas, ¿no se tratará más bien de algo 
más profundo que hoy tiene esta mani-
festación pero mañana, sea quien fuere 
el triunfador en una pugna por el poder, 
se manifestará de otra forma?

En verdad, desde que Sièyes aclaró 
lúcidamente que al hombre moderno 
no le sería posible la completa dedica-
ción a la vida pública de la elite griega 
de la polis porque debía ocuparse de su 
propia manutención y, en consecuencia, 
desarrollar una vida privada, hemos os-
cilado entre ésta absorbiendo comple-
tamente todas las energías o una acti-
vación puramente artificiosa de la vida 
pública con consecuencias tanto o más 
negativas. Vamos en un vaivén espas-
módico desde períodos en que la juven-
tud sólo se ocupa de la diversión y los 
adultos de sus negocios hasta los de la 
movilización forzada que imponen los 
activistas políticos desde el poder sin 
que se logre un estable término medio. 
A mi modo de ver éste es el fenómeno 
fundamental y el dilema institucional 
de nuestra época, poco importa que 
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uno de sus polos se manifieste bajo for-
mas fascistas o comunistas u, hoy en 
día, fascistoides o comunistoides. 

Sería posible trazar una historia del 
constitucionalismo moderno desde esta 
perspectiva y pienso que los resultados 
serían esclarecedores.

Errando el blanco
Los intentos de solución del problema 

no escasean. Unos se manifiestan en 
desarrollos de la filosofía política con-
temporánea que no acaban de cuajar en 
instituciones y otros en ideas de los po-
líticos que tienen la capacidad de plas-
marlas en normas pero que son preci-
pitadas y que, aunque muchas veces 
apuntan certeramente al blanco, las más 
lo yerran lastimosamente. En todo caso, 
y esta es mi hipótesis fundamental, las 
instituciones constitucionales contempo-
ráneas están irremediablemente afecta-
das de una dualidad entre un orden li-
beral de pura limitación negativa del 
poder y algo que pretende crear una 
comunidad en torno de lo público pero 
que no acaba de lograrlo.

Esta situación que ya podía vislum-
brarse en la Constitución de 1961 se pa-
tentiza y agudiza en la de 1999. En efec-
to: cualquiera sea la concepción que se 
sustente sobre la naturaleza del actual 
sistema constitucional venezolano, una 
cosa clara es la de haber sido fruto de 
una incomodidad con una serie de ins-
tituciones tradicionales de la democracia 
liberal y una cierta anemia respecto del 
interés público cuya causa, a mi modo 
de ver, estuvo incorrectamente asignada 
a los partidos políticos cuando, en rea-
lidad, el mal era más profundo. En sus 
orígenes la muestra más evidente de es-
to fue la crítica, a mi modo de ver des-
mesurada, al carácter representativo de 
esa democracia. El nuevo orden consti-
tucional surgía dentro de un gran cues-
tionamiento a lo anterior e introducía 
una serie de novedades difícilmente 
compatibles con lo que se tenía que con-
servar. Tal dualidad era difícil que fun-
cionara, pero ahora pareciera estar fina-
lizando o, al menos, se quiere desde el 
poder que esto sea así, y que el instru-
mento fundamental para lograrlo es la 
institución de los Consejos tal como ese 
poder los concibe, lo cual sólo conduce 
a uno de los extremos sin salida del di-
lema. Pero ¿es así realmente?

Para aclarar semejante estado de cosas 
me valdré de las ideas de García Pelayo 

como marco conceptual, por una parte, 
y en el proyecto de reforma constitucio-
nal desaprobado el 2 de diciembre de 
2007 pero que en sus líneas fundamen-
tales ha venido ejecutándose desde en-
tonces. Sin embargo no voy a presentar 
un resumen de la descripción de García-
Pelayo, sino que me voy a fundamentar 
en ciertos rasgos de ésta que me pare-
cen decisivos. La primera es, desde lue-
go, la cuestión de los Consejos en sí mis-
mos, y la segunda el carácter violento 
de la imposición de la institución que 
sólo posteriormente es consagrada en el 
ordenamiento constitucional soviético. 

Es interesante constatar, siguiendo al 
autor, que la palabra rusa soviet traduci-
da al español como Consejo, fue origi-
nariamente la designación bajo el régi-
men zarista de organismos de tipo bu-
rocrático y luego pasó a expresar una 
realidad subversiva; pero más allá de ese 
carácter subversivo y su vuelta sui gene-
ris a su carácter burocrático, me intere-
sa destacar que ese rasgo de esponta-
neidad originaria refleja un agudo mo-
mento de conciencia del interés público, 
de involucramiento en lo político no 
pautado ni dirigido por nadie, aunque 
luego tenga que ser encauzado. 

Los bolcheviques proclamaron frente 
a la república liberal que surgió a la caí-
da del zarismo que todo el poder debía 
ser para los soviets y, al terminar impo-
niéndolos en la estructura constitucional, 
de órganos espontáneos de la clase 
obrera pasaron a ser estatales. Más, in-
dependientemente de que estos Conse-
jos no fueran genuinas estructuras de 
participación sino organismos controla-
dos por el partido, no se plantearon a 
los bolcheviques los problemas que han 
tenido que confrontar sus epígonos ac-
tuales que, para aclarar sus propósitos, 
han tenido que alojarse primero en el 
seno del Estado democrático liberal sin 
que desde el comienzo pudieran des-
mantelar lo que aparecía como estruc-
turas al servicio de la clase dominante. 
Por consiguiente, si nos preguntamos 
sobre la originalidad del proceso vene-
zolano tendremos que constatar en pri-
mer lugar que lo ha sido al menos en el 
procedimiento, puesto que el desman-
telamiento del Estado demo liberal se 
ha realizado acogiendo primero su for-
ma constitucional y sólo después se ha 
realizado el socavamiento.

Ahora bien, esta característica no es 
puramente formal ni inocua. En efecto, 
si continuamos leyendo a García Pelayo, 

…las instituciones 
constitucionales 
contemporáneas están 
irremediablemente 
afectadas de una 
dualidad entre un orden 
liberal de pura 
limitación negativa del 
poder y algo que 
pretende crear una 
comunidad en torno de 
lo público pero que no 
acaba de lograrlo.
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cuando ya pasa a la descripción de las 
instituciones concretas de la constitución 
stalinista (1936), encontramos que se 
consagra la homogeneidad de la socie-
dad: ya no hay clases contradictorias 
sino una sola que ejerce indiscutida el 
poder, mientras que el sistema actual 
venezolano tiene que lidiar con una he-
terogeneidad social en la que al enemi-
go hay que acorralarlo y desmoralizarlo 
pero no se lo puede destruir completa-
mente. Quizá ni siquiera se lo desee 
porque ya no es lo mismo realizar este 
tipo de experimentos después del fraca-
so del socialismo real que lo que pudo 
ser antes. Todas las proclamaciones de 
voceros doctrinarios oficialistas que pa-
recen ignorar tan significativo aconteci-
miento histórico lo son sólo de la boca 
para fuera. Por dentro fluye una corrien-
te de inquietud por el destino de la es-
pontaneidad de las masas, el coarta-
miento de la libertad bajo el pretexto de 
la construcción del socialismo y hasta 
un cierto sentido de supervivencia que 
quisiera escapar al sino de la revolución 
devorando a sus propios hijos. Por con-
siguiente es necesario mantener una 
cierta apariencia de transición no con-
gelada en un rumbo definitivo. Nada 
más lejos de este espíritu que la procla-
mación por Stalin (citada en nota al pie 
por García Pelayo) según la cual:

La constitución es el registro y la 
consagración legislativa de las con-
quistas ya obtenidas y aseguradas. 
Si no queremos alterar este carácter 
fundamental de la Constitución, no 
debemos llenarla de datos históri-
cos sobre el pasado o de declara-
ciones sobre futuras conquistas de 
los trabajadores de la U.R.S.S.

La implosión llega
Compárese tal predicamento con el 

bolivarianismo, la proclamación de una 
República Bolivariana o en el Proyecto 
de Reforma Constitucional de 2007, la 
declaración de que “la Republica Boli-
variana de Venezuela es el producto his-
tórico de la confluencia de varias cultu-
ras” (Art.100), el propósito de construir 
“un solo proyecto grannacional al que 
Simón Bolívar llamó una Nación de Re-
públicas” (Art. 153); el de “lograr la su-
prema felicidad social…” (Art. 299), que 
“sus pilares históricos están en el man-
dato de Bolívar…” (Art. 328) y así suce-
sivamente. Contrasta también este caso 
con la Constitución cubana en la que el 

lenguaje de exaltación histórica se re-
serva para el Preámbulo y luego se pro-
cede, bastante austera o stalinamiente, 
a delinear la estructura del Estado, pero 
tampoco este sistema tenía que contar 
con una heterogeneidad que sencilla-
mente se había encargado de despa-
char.

Ahora bien: cuando hablo de homo-
geneidad o heterogeneidad no me estoy 
refiriendo simplemente a la de clases 
sociales sino también a estructuras cons-
titucionales. Parto de la concepción se-
gún la cual el Estado democrático libe-
ral es una formidable creación que ya 
no puede calificarse de burgués sino 
que hay que considerarlo como un pa-
trimonio civilizatorio. Por supuesto no 
se trata de una construcción perfecta 
sino que muestra debilidades fundamen-
tales, una de las cuales es precisamente 
su deriva hacia la despreocupación por 
lo público que queda casi exclusivamen-
te en manos de los políticos profesiona-
les. De tal postulado se derivan múlti-
ples consecuencias; una de ellas es que 
por más que sea necesario inventar nue-
vas instituciones hay ciertas estructuras 
básicas del funcionamiento político que 
han sido ya descubiertas y que, inevita-
blemente todo nuevo sistema se verá 
confrontado más temprano que tarde 
con las mismas dificultades que ha te-
nido que solucionar el Estado democrá-
tico liberal y probablemente tendrá que 
desembocar en formulas sustancialmen-
te parecidas.

Frente a esta situación bastante inexo-
rable y forzosa, los sistemas cuestiona-
dores radicales o bien la niegan o bien 
coexisten precariamente con ella. En el 
primer caso, tenemos la experiencia: los 
sistemas comunistas han tenido una lar-
ga duración, al menos relativa, pero ter-
minan por implosionar adoptando ma-
las caricaturas del constitucionalismo 
liberal. En el segundo, no sabemos aún 
si su abigarramiento conducirá a un tem-
prano colapso o, por el contrario, ga-
rantizará algo más perdurable. Me incli-
no más bien a pensar que la heteroge-
neidad desplegada y no reprimida crea 
demasiadas contradicciones y demasia-
dos funcionamientos disparatados, en 
el sentido de dispares, que resultan su-
mamente difíciles de manejar. Se trata, 
sin embargo, de una cuestión cuya res-
puesta está abierta. Entretanto exami-
nemos más de cerca la contextura de 
esa heterogeneidad.

Los soviets venezolanos 
no son realidades 
históricas accidentadas 
e incompletas sino que 
se pretende que 
abarquen todas las 
esferas de actividad; no 
sólo se trata de los 
consejos comunales 
que, por los momentos, 
son los que más 
suenan. 

Lo más importante es 
que de una forma u otra 
se ha fomentado en la 
Venezuela actual un 
interés por lo público 
que es genuino y no 
puramente artificioso.
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La lógica del operativo
El paroxismo de lo heterogéneo en el 

corazón mismo del Estado se encuentra 
en el artículo 141 del proyecto que esta-
blecía una doble categoría de adminis-
traciones: la burocrática y las misiones. 
En la historia de la administración públi-
ca venezolana esta idea de dos adminis-
traciones paralelas no es novedosa. Pero 
las llamadas misiones, no son sino la po-
tenciación del operativo y su exacerba-
ción. Ahora bien, con todo lo importan-
te que pueda ser la dualidad de adminis-
traciones públicas y misiones, más deci-
siva políticamente es la que se da entre 
las instituciones demoliberales conocidas 
y la estructura de los Consejos. 

Los soviets venezolanos no son reali-
dades históricas accidentadas e incom-
pletas sino que se pretende que abar-
quen todas las esferas de actividad; no 
sólo se trata de los consejos comunales 
que, por los momentos, son los que más 
suenan. La enumeración abierta del ar-
tículo 70 del proyecto nos refiere a un 
género: los Consejos del Poder Popular 
cuyas especies son los consejos comu-
nales, los consejos obreros, los consejos 
estudiantiles, los consejos campesinos, 
entre otros (destacado mío). A esto hay 
que sumar el abigarrado panorama que 
ofrece “la nueva geometría del poder” 
puesto que “el Poder Popular se expre-
sa constituyendo las comunidades, las 
comunas y el autogobierno de las ciu-
dades, a través de los consejos comuna-
les, estudiantiles, etc.” (Art. 136). Tal di-
versidad resultaría inmanejable de no 
ser porque es inevitable que funcione a 
conveniencia del príncipe. En efecto, 
según el artículo 158 “el Estado promo-
verá como política nacional, la partici-
pación protagónica del pueblo, transfi-
riéndole poder y creando las mejores 
condiciones para la construcción de una 
democracia socialista”. 

La formulación parece inocua. Des-
pués de todo, ningún Estado ve con in-
diferencia la movilización política desde 
las bases que no ha previsto y, en algu-
na forma trata de controlarla bajo figuras 
como la promoción o regulación. En el 
proceso constitucional venezolano de 
1999 también tuvimos nuestras estruc-
turas espontáneas y en la normativa 
constitucional encontraron diversas ex-
presiones. Resaltaré entre ellas, la con-
sagración de las numerosas variedades 
de referendos y las que establecieron 
diversos comités de postulaciones para 
altas magistraturas del Estado. Estos úl-

timos eran instituciones bastante origi-
nales pero unos y otros era dudoso des-
de el principio que pudieran funcionar 
realmente. Era previsible, y creo que lo 
confirma la experiencia empírica no só-
lo en Venezuela sino también en otros 
sistemas, que las estructuras formaliza-
das del Estado terminan moldeándolas 
a su imagen y semejanza porque repre-
sentan un ingrediente de espontaneidad 
que puede llegar a ser prácticamente 
inmanejable. En lo que se refiere a la 
sociedad civil fácilmente se podía alegar, 
y efectivamente se hizo, que no se sabía 
en qué consistía realmente.

Sin embargo, tanto por la estructura 
y entramado de las disposiciones del 
proyecto como por lo que ha pasado en 
la realidad, se trata de algo que va más 
allá: no se trata del celo de un Estado 
por no ser rebasado, sino de la mani-
pulación del imaginario que rodea todas 
estas figuras con el propósito de impo-
ner los designios del Poder Ejecutivo. Y, 
por supuesto, como es éste el que de-
termina lo que es participación o popu-
lar, cuenta con un argumento perma-
nente para anular cualquier instancia 
rival como no popular y no auténtica-
mente participativa.

Lo más importante es que de una for-
ma u otra se ha fomentado en la Vene-
zuela actual un interés por lo público 
que es genuino y no puramente artifi-
cioso. Pero todavía no está claro si in-
terpretaciones, tergiversaciones e inclu-
so violaciones de las normas lograrán 
finalmente domeñar la espontaneidad 
política. Lejos de mí, sin embargo, el 
predecir un colapso; me limito a seña-
lar, más modestamente, que el modelo 
no sólo tropieza con obstáculos externos 
sino también internos para su realiza-
ción. El chavismo, como toda fuerza 
política triunfadora, se basa en una coa-
lición heterogénea pero, en su caso par-
ticular, con elementos fuertemente ideo-
lógicos por un lado y otros con intereses 
específicos; unos aspiran a un ideal cua-
si anarquista y otros esperan que, des-
pués de todo, no se llegará a lo peor; 
se trata de una mezcla explosiva pero 
aún no inmanejable.

*Profesor en las universidades Central de Venezuela      
y Metropolitana.

Por consiguiente, si nos 
preguntamos sobre la 
originalidad del proceso 
venezolano tendremos 
que constatar en primer 
lugar que lo ha sido  
al menos en el 
procedimiento, puesto 
que el desmantela-
miento del Estado demo 
liberal se ha realizado 
acogiendo primero su 
forma constitucional  
y sólo después se ha 
realizado el 
socavamiento.
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Resonancia e interés
Expectativa e interés crearon 

los informes presentados por el 
Centro Gumilla. Las ruedas de 
prensa que se realizaron para 
difundir sus resultados atraje-
ron a los medios de comunica-
ción e incluso el propio diario 
Últimas Noticias abrió el 27 de 
mayo con un insumo dado, pre-
cisamente, por el informe Vio-
lencia en la escuela. Este estu-
dio abarca una amplia muestra 
de instituciones educativas en 
las zonas de Catia y Petare (pa-
ra mayor detalle, consultar SIC 
número 715), donde se halló, 
por ejemplo, que 73% de los 
jóvenes encuestados ha presen-
ciado situaciones violentas den-
tro de su plantel. Se auscultó la 
situación en torno a temas tan 
delicados como drogas, violen-
cia sexual y la utilización de 
tecnología para grabar hechos 
de violencia.

El otro trabajo presentado fue 
El funcionamiento de los conse-
jos comunales y su relación con 
las comunidades (cuyos resul-
tados ya se habían publicado en 
el dossier de SIC número 713), 
trabajo que abarca una muestra 
de mil 200 consejos comunales 
en municipios de 50.000 o más 
habitantes. Dicha muestra repre-
senta 82% de la población del 
país. Debe anotarse que tanto 
medios públicos como privados 
enviaron reporteros a estas rue-

das de prensa, y todos hicieron 
preguntas incisivas. Hay proble-
mas en el país que merecen la 
atención de todos, aunque haya 
diferencias en el plano de las 
ideologías.

Qué pasó en Cedice
Ya han pasado varias sema-

nas desde que el Centro para 
la Difusión del Conocimiento 
Económico (Cedice) convocó, 
con motivo de su cumpleaños 
número 25, a una pléyade de 
intelectuales que vinieron de 
Europa y de América. Entre 
ellos, el escritor Mario Vargas 
Llosa, el diplomático y periodis-
ta Plinio Apuleyo Mendoza, el 
ex canciller mexicano Jorge 
Castañeda y el autor del ensayo 
sobre el presidente Chávez y el 
proceso bolivariano El poder y 
el delirio, Enrique Krauze. Hubo 
exposiciones, durante dos días, 
bien nutritivas y otras no tanto, 
pero en todo caso fue un foro 
abierto dentro de una corriente 
de pensamiento liberal con én-
fasis en el libre mercado: algo 
hoy vigente y en expansión: 
baste saber que en España, el 
Partido Popular ha ganado las 
elecciones parlamentarias euro-
peas, superando al PSOE, que 
está en el poder. Precisamente 
una de las estrellas de bajo per-
fil del foro fue María San Gil, 
quien presidió el Partido Popu-

lar en el País Vasco hasta no 
hace mucho; se separó del par-
tido por divergencias a raíz del 
congreso nacional número 16 
del PP. Un miembro del Conse-
jo de Redacción de SIC tuvo 
oportunidad de entrevistarla: 
“Me parece inconcebible que en 
pleno siglo XXI no todos goce-
mos de algo tan básico como 
es la democracia y la libertad”, 
dijo en alusión a Venezuela. Al 
ser preguntada si el evento de 
Cedice significaba que “la de-
recha venezolana sale del clo-
set”, manifestó: “Toda democra-
cia se nutre de derechas y de 
izquierdas, y eso es bueno. Uno 
de los pilares de la democracia 
es la alternancia en el poder. Y 
cuando hay dos propuestas po-
líticas, que son antagónicas, 
pues una puede ser favorecida 
en una ocasión, y otra después. 
Y eso es higiene democrática. 
Es bueno que en un país pri-
mero estén unos y luego otros. 
Yo no identificaría este encuen-
tro como de las derechas, sino 
de gente preocupada por la li-
bertad y por la democracia. Ca-
rece de sentido vincular con 
derecha o con izquierda con-
ceptos tan básicos como liber-
tad y democracia. Es decir, la 
democracia no tiene ideología 
política; la libertad tampoco la 
tiene. Todos los que somos de-
mócratas, de derecha o de iz-
quierda, tenemos que pelear 
por la libertad”.

El proceso de Burgos
Se cumplieron el 12 de junio 

cuarenta años desde que el 
franquismo, a través de un con-
sejo de guerra, sentenció a pe-
nas de entre diez a doce años 
a cinco sacerdotes vascos por 
el solo delito de haber escrito 
un texto de protesta que hicie-
ron llegar a diversas instancias, 
dentro y fuera de España. Se 
les acusó de… ¡rebelión militar! 
A eso llegan los regímenes au-
toritarios.
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Sigue la polémica sobre los consejos comunales 

La nueva ley no garantiza la autonomía
Jesús Machado*

A tres años de la promulgación de la primera Ley de los 

Consejos Comunales1 se plantea una reforma de la 

misma. Partiendo de una lectura detallada sobre formas 

y contenidos, se puede afirmar que más que una 

reforma se trata de una nueva ley

El instrumento jurídico aprobado en primera dis-
cusión contiene un conjunto de elementos de los 
cuales se pueden hacer abundantes inferencias. 
No partimos de supuestos ni intencionalidades 
ajenas, sino de lo que en concreto se ha propues-
to en el código legal que está en discusión.

La actualización de la legislación sobre los 
consejos comunales es necesaria, aun con el 
poco tiempo de vigencia. La extensión y veloci-
dad con que se desarrollaron estas formas orga-
nizativas comunitarias relacionadas a prácticas 
sociales concretas de participación mostraron 
buenas y gratas experiencias así como también 
serias limitaciones o aspectos que deben ser 
mejorados. 

Varios son los elementos que evaluamos como 
positivos y negativos en la propuesta de la nue-
va ley sobre los consejos comunales. Por razones 
de espacio en este medio sólo mencionaremos 
algunos de ellos en ambos polos. Comencemos 
por los primeros: 

Elementos positivos
Ninguna instancia dentro del consejo comunal 

es independiente o queda por fuera de lo que 
se decida en la Asamblea de Ciudadanos y Ciu-
dadanas. Ésta es la máxima instancia de decisión 
y control de lo que se debe o no hacer, en los 
tiempos y medios señalados. Esto no es garantía 
absoluta de que las cosas funcionen completa-
mente bien, pero ubica al consejo comunal como 
una forma organizativa que debe responder a 
su comunidad, y puede contribuir a que se evi-
te que consejos comunales, voceros o instancias 
particulares se independicen de sus comunida-
des imponiendo voluntades personales al con-
junto del colectivo comunitario.  

Valoro positivamente de la propuesta legisla-
tiva en discusión lo relativo a los varios contro-
les que se establecen en diferentes instancias 
para evitar o minimizar la utilización particular 
de fondos públicos, tales como informes de gas-
tos por concepto de administración del consejo 
comunal (Art. 11.16; 17.3; 21.3); presentación pe-
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Con la propuesta tal como se señala en el ar-
tículo 2, todas las formas organizativas popula-
res existentes, y las por existir, quedarían sub-
sumidas en los consejos comunales. Lo especí-
fico de cada una se diluiría en una macro orga-
nización sociocomunitaria. De ser esto así, ma-
taría la diversidad, riqueza y la vitalidad de las 
formas organizativas en el seno de lo popular. 

Es altamente positivo que las diferentes formas 
organizativas que se manifiestan en lo social se 
articulen en base a objetivos comunitarios para 
que su accionar sea aun más efectivo y coordi-
nado de manera que el nivel de respuestas y 
decisiones pueda ser mayor. 

Forzando, mediante esta ley, la integración en 
torno a los consejos comunales de toda forma 
organizativa, existe el grave riesgo de anular 
muchas sensibilidades e iniciativas de participa-
ción organizada, a lo que habría que añadir que 
de fracasar esta macro instancia de organización, 
arrastraría a todo lo otro, quedando un saldo 
negativo en cuanto a organización fáctica, con-
juntamente con la desmovilización social por la 
frustración generalizada. 

En el artículo 2 se señala que los consejos 
comunales actuarían en la “construcción del nue-
vo modelo de sociedad socialista...”. En el artí-
culo 3 relativo a los principios y valores, se es-

riódica de informes (Art. 17.3) y la obligatoriedad 
de presentar declaración jurada de patrimonio 
(Art. 17.10) entre otros.

La propuesta de ley está formulada de tal ma-
nera que se percibe una mejor y mayor articu-
lación entre las diferentes instancias del consejo 
comunal, así como también con el ente público 
nacional que pasaría a dictar los lineamientos 
relativos a los consejos comunales y con el con-
junto de los poderes públicos.

Uno de los temas problemáticos en torno al 
registro de los consejos comunales es no saber 
con exactitud dónde están y cuántos son en el 
país y quién o quienes concentran los registros. 
En la propuesta de ley se señala que habrá un 
ministerio con competencia en materia de par-
ticipación ciudadana, que centrará el registro de 
los mismos. Quizá por esta vía se puedan resol-
ver las dos grandes interrogantes en cuanto a 
las dimensiones y extensión de los consejos co-
munales en el país. 

La figura de la asociación cooperativa banco 
comunal ha estado en medio de muchos debates 
y fuertes cuestionamientos tanto por su desem-
peño como por su relación con el consejo co-
munal. En la propuesta legislativa se crea la fi-
gura de la unidad administrativa y financiera 
comunitaria, que quedaría bajo el control de la 
Asamblea de Ciudadanos y Ciudadanas, con 
funciones más amplias, específicas, detalladas y 
mejor integradas a todo el conjunto organizativo. 
Esto podría ayudar a un trabajo más eficiente, 
articulado y transparente. 

Elementos negativos
El artículo 2 de la propuesta legislativa amplía 

y complejiza la definición del consejo comunal. 
Su redacción se presenta un tanto confusa. Uno 
de los elementos que se presta a confusión es 
el tema de la integración de las diversas organi-
zaciones comunitarias, movimientos sociales y 
populares en el consejo comunal. Confusión que 
se refuerza cuando leemos el artículo 14.

Con respecto a lo anterior, durante la recién 
pasada campaña por la enmienda a la Constitu-
ción Nacional, el directivo del Partido Socialista 
Unido de Venezuela (PSUV) Aristóbulo Istúriz 
dio un parte, en un acto en el Teatro Teresa Ca-
rreño, donde señalaba las siguientes cifras de 
organizaciones comunitarias: “6.600 mesas téc-
nicas de agua, 6.740 comités de tierra urbana, 
3.600 bancos comunales, 472 mesas técnicas de 
telecomunicaciones, 27.872 consejos comunales, 
4.156 mesas técnicas de energía, 485 medios co-
munitarios y 7.800 comités de salud…”2. Unas 
57.725 formas organizativas, sin contar otras 
muchas existentes. Esto mostraría una gran ri-
queza de formas organizativas en la sociedad 
venezolana. 
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Con atribuciones gubernamentales
Los artículos 70, 136, 156 ordinal 35 y 184 del 
proyecto de reforma constitucional fueron rechazado el 
2D, pero:
• Se dictó la resolución Nº DM/037/2008, mediante 
la cual se incorpora a los consejos comunales en 
las labores de formación, actualización y control del 
Registro Agrario.
• Son habilitados para solicitar a particulares 
información básica para formar el Registro Agrario  
(art. 2). Esta información la empleará el INTI para la 
implementación de procesos judiciales (art. 5).
Ley de Contrataciones Públicas
• Podrán seleccionar contratistas (art. 17) y podrán 
declarar la nulidad del contrato, de modificar el 
contrato o rescindirlo, de forma unilateral.
Ley Orgánica del Servicio de Policía y del Cuerpo de 
Policía Nacional
• Recibirán información sobre la actuación y 
desempeño de las policías comunales (art. 9).
Ley Orgánica de la Administración Pública
• Se le transfieren �potestades públicas� para lograr su 
economía y eficiencia siempre que la naturaleza de la 
potestad lo permita (art. 20). 
• Podrán celebrar �compromisos de gestión� con 
organismos de la Administración Pública �para 
la obtención de determinados resultados en los 
respectivos ámbitos de competencia� (art. 132).
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tablece que “... el fin es establecer la base socio-
política del socialismo del siglo XXI que conso-
lide un nuevo modelo político, social, cultural y 
económico”

La historia de la organización sociocomunita-
ria en Venezuela ha mostrado que cuando los 
partidos copan, cooptan o colonizan las formas 
organizativas sociocomunitarias terminan as-
fixiándolas y las condenan a desaparecer. 

Las juntas promejoras nacidas hacia mediados 
de los años 30, una década después estaban 
aniquiladas. Varios partidos políticos comenza-
ron a evaluar el potencial político que le brin-
daban estas formas organizativas comunitarias 
para el desarrollo de sus agrupaciones y orien-
taron parte de sus acciones hacia éstas, realizan-
do trabajos de penetración en los que trataban 
de imponer sus respectivas líneas políticas. En 
1964 el gobierno de Raúl Leoni lanza el Progra-
ma Nacional de Desarrollo de la Comunidad, 
desde el cual se coordinarían las acciones gu-
bernamentales y comunitarias para la dotación 
de infraestructura para la urbanización de los 
asentamientos habitacionales que empezaban a 
florecer en Caracas y el apoyo a las actividades 
deportivas y culturales. Más que una forma de 
estimular la organización autónoma de las co-
munidades era una estrategia política diseñada 
para garantizar una adhesión al pacto de élites 
para garantizar la gobernabilidad tras la dicta-
dura de Pérez Jiménez y neutralizar la influencia 
que pudieran tener otras fuerzas políticas disi-
dentes en estos sectores. Estas organizaciones 
fomentadas desde el Estado con intereses no 
comunitarios sino por intereses del partido en 
funciones de gobierno, tuvieron poco éxito y 
pronto se convirtieron en correaje de transmisión 
de Acción Democrática cayendo en el despres-
tigio y su posterior desaparición. 

Para finales de la década de los 80, el copa-
miento de las asociaciones de vecinos por los 
partidos políticos llevó a que éstas fueran utili-
zadas como espacios e instrumentos de disputas 
y control político, por parte de Acción Demo-
crática, COPEI y el MAS; esto terminó por des-
gastar y desprestigiar esta forma organizativa 
vecinal. 

No a los dictados
Como bien quedó claro en las investigaciones 

sobre los consejos comunales3, estos han venido 
respondiendo a las necesidades locales-vecinales 
y a lo socialmente sedentario de las comunida-
des. Y si bien muchos de sus integrantes perte-
necen al PSUV o se identifican como chavistas, 
desean mantener a su consejo independiente de 
la ingerencia partidista. 

Habría que añadir que cuando la ley dicta el 
modelo de sociedad que deben construir los 
consejos comunales, entra en abierta contradic-

ción con los principios y valores señalados en 
el mismo artículo 3 de la ley, entre ellos, la de-
mocracia, el libre debate de las ideas, la libertad, 
y el pluralismo político. No son las comunidades 
las que deciden el modelo de sociedad que quie-
ren desarrollar, sino que esto está señalado e 
impuesto en el instrumento legal. 

Pero la contradicción mayor se muestra en el 
hecho de que el poder constituyente (pueblo) 
queda sometido al poder constituido (del que 
deriva), pues éste último le señala al primero el 
modelo que debe seguir. 

La construcción social de una sociedad pos-
capitalista es una decisión libérrima del poder 
constituyente, que lo hará cuando lo desee y 
como lo desee, y creará o no formas políticas o 
instituciones para autogobernarse. Es inadmisi-
ble que el poder constituido, dominado por una 
fracción política coyunturalmente hegemónica, 
dicte u obligue lo que se deba hacer o no en 
cuanto a la concreción histórica de un sistema 
que supere al totalitarismo del sistema-mundo-
capitalista.

La nueva Ley de los Consejos Comunales de-
bería permitirles un mejor desarrollo, convirtién-
dolos en expresión organizativa autónoma, au-
togobernante, autogestionaria y radicalmente de-
mocrática para una amplia y plural participación 
comunitaria; además de preservarlos de la ma-
nipulación y control de instancias burocráticas 
públicas (en cualquier nivel) y partidistas; así 
como su fortalecimiento organizativo y técnico. 

Bienvenida esta nueva ley si contribuye a me-
jorar y fortalecer a los consejos comunales como 
instancias de participación de la gente, como 
expresión de la maduración de la sujetualidad 
política en el proceso de concreción de un nue-
vo país con una democracia asentada no sólo 
en procedimientos, sino en prácticas sociales de 
las diversas sujetualidades nacional populares. 

* Miembro del Consejo de Redacción. 

NOTAS

1	 Ley de los Consejos Comunales. Gaceta Oficial Nº 5.806 del 10 de abril de 2006.

2	 Agencia Bolivariana de Noticias. Total de 57 mil 725 organizaciones del Poder 

Comunal asume construcción de Comités por el Sí. [en línea] <http://www.abn.

info.ve/go_news5.php?articulo=164153>. Consulta 08-06-2009.

3	 Cfr. [en línea]<http://gumilla.org>

276	 SIC 716 / julio 2009



solidaridad





 s
oc

ial

Dejemos que cien flores florezcan,  
dejemos que cien escuelas compitan

Mao Tse-tung

“Intelectuales, democracia y socialismo: calle-
jones sin salida y caminos de apertura” fue el 
nombre de las jornadas de reflexión crítica efec-
tuadas en el Centro Internacional Miranda, ins-
titución adscrita al Ministerio para la Educación 
Superior, los días 2 y 3 de junio. Es una reunión 
que de algún modo trae de vuelta el mes de abril 
de 1956 en China. Fue cuando Mao Tse-tung 
lanza el eslogan “Dejemos que cien flores florez-
can, dejemos que cien escuelas compitan” como 
parte de una campaña en la que invitaba a los 
intelectuales a expresar críticas al régimen.

En las jornadas caraqueñas se dio cita más de 
un centenar de intelectuales venezolanos y al-
gunos extranjeros, militantes en el campo de la 
izquierda. Participaron: Vladimir Acosta, Luis 
Damiani, Luis Acuña, Iraida Vargas, Emir Sader, 
Luis Britto García, Santiago Arconada, Rigober-
to Lanz, Miguel Ángel Pérez, Carmen Bohórquez, 
Víctor Álvarez, Eleazar Díaz Rangel, Luis Bonilla 
Molina, Roberto Hernández Montoya, Roland 
Denis, Fausto Fernández, Daniel Hernández, Fi-
linto Durán y Mario Sanoja, Javier Biardeau, Juan 
Carlos Monedero, José Luis Pacheco, Arístides 
Medina Rubio, Aram Aharoniam, Miguel A. Con-
treras, Eva Golinger, Gonzalo Gómez, Vladimir 
Lazo, Roberto López, Rubén Reinoso, Nieves 
Tamaroni, Rubén Alayón Montserrat, Marta Har-
necker, Elio Sayago, José Carlos Carcione, Mi-
chael Lebowitz, Rafael Gustavo González y Pau-
lino Núñez. 

Parte de los problemas transversales señalados 
por este conjunto de intelectuales fueron: 

• El “hiperliderazgo” del presidente Hugo 
Chávez en el actual proceso, que presenta be-
neficios pero que también “infantiliza a la socie-
dad que termina descorresponsabilizándose (sic) 
y esperando que el líder lo solucione todo”.

• La necesidad de una dirección colectiva crí-
tica, democrática y creativa del proceso.

Los intelectuales del régimen se pronuncian y el clima se pone tenso

Flores a punto de ser podadas

• La necesidad de una línea política clara del 
proceso.

• El PSUV es “un instrumento administrativo 
electoral que ejecuta las propuestas que hace el 
Presidente” al cual, además, le falta democrati-
zarse.

• El clientelismo partidista aplicado por el 
PSUV.

• La necesidad de un partido verdaderamen-
te revolucionario.

• El peligro de que el PSUV ahogue a los mo-
vimientos sociales. 

• La mentalidad rentista.
• La ineficiencia del Estado.
• La corrupción.
• Revolucionarios administrando un Estado 

que se supone deberían destruir.
• “A pesar del discurso anticapitalista y socia-

lista se estaba dando en la práctica un fortaleci-
miento de las relaciones de producción capita-
listas”.

• La poca colaboración de los medios de co-
municación públicos en la contribución para la 
formación del pensamiento crítico.

• “Uno de los grandes agravantes para estos 
males ya mencionados tiene que ver con la su-
pervivencia de la ideología capitalista y consu-
mista”.

En el verano de 1957 se desencadena, en gran 
parte del territorio chino, la primavera de flores 
críticas. A los pocos meses se abrió la llamada 
Campaña Antiderechista. Un poco más de medio 
millón de intelectuales, artistas y dirigentes me-
dios fueron relegados, confinados a lugares re-
motos, hechos prisioneros o enviados a campos 
de reeducación. En fin, cortaron las flores, ce-
rraron las escuelas.
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Nota de duelo

La violencia  
aquí cerquita
Eduardo E. Soto Parra, s.j.*

llevar adelante todos los proyectos que teníamos 
en mente, en especial la Vigilia de Pentecostés 
del año 2003, consolidándose  su responsabili-
dad y vocación de servicio. Recuerdo bien que 
ya desde allí, se preocupaba por la seguridad 
del evento, interés que lo llevó ya al final de su 
corta vida a ocupar ese tipo de actividades. 

Todavía estudiando en el Instituto y trabajan-
do simultáneamente en el Gumilla, tuvimos la 
oportunidad de celebrar juntos el nacimiento de 
su primera hija, y en el Centro compartimos la 
faena diaria y las actividades extraordinarias, 
contando con su colaboración, su sonrisa, su 
amistad y esas ganas que tenía de comerse la 
vida, de trabajar duro para lograr sus sueños, 
obtener aquellas cosas a las cuales sentía que 
tenía derecho, para él y para sus seres queridos. 
Al momento de su fallecimiento y en ese afán 
por lograrlo todo lo antes posible, Fernando, 
aparte de sus estudios universitarios, se desem-
peñaba en varios puestos laborales. Por ello, 
siempre lo recordaremos como ese joven que 
no quería deberle nada a nadie, sino que todo 
se lo quería ganar a pulso, trabajando duro y 
aprovechando todas las oportunidades que la 
vida le iba ofreciendo.

Y fue precisamente trabajando, en el ejercicio 
de sus responsabilidades como jefe de seguri-
dad, cuando le fue truncada su vida contando 
con tan sólo 26 años de edad. Esta muerte nos 
sorprendió a todos los que le conocimos, a sus 
familiares, amigos y  compañeros de trabajo.

Nos tocó muy dentro su desaparición física, y 
le tocó al Centro Gumilla la repetida e infortu-
nada barajita de la muerte violenta de jóvenes, 
con circunstancias adicionales que la hacen más 
despreciable  e injusta. En su memoria y con la 
certeza desde nuestra fe, de que todas las vícti-
mas han de ser reivindicadas, hemos querido 
recordarlo en esta reseña sencilla de su persona  
y renovar nuestro compromiso de seguir cons-
truyendo ciudadanía para que situaciones como 
ésta no ocurran en la sociedad venezolana.

* Miembro del Consejo de Redacción.

A nuestro amigo y hermano  
Fernando Martínez (q.e.p.d.)

l trabajo que realizamos en el Centro Gumilla 
muchas veces nos pone en contacto con los pro-
cesos de deterioro por los cuales atraviesa el 
país. Pero esta situación nos afecta más cuando 
nos toca sufrirla de cerca. Nos referimos a lo 
ocurrido a nuestro querido compañero de labo-
res Fernando Martínez, quien se encontraba tra-
bajando en un establecimiento nocturno de Las 
Mercedes (Caracas) como jefe de seguridad, y 
por no acceder a la extorsión ejercida por miem-
bros de mafias policiales fue, presuntamente, 
torturado y asesinado en forma brutal en horas 
de la madrugada del 16 de mayo de este año. 

La violencia y ensañamiento con los cuales 
fue perpetrado el delito, la situación de indefen-
sión en la cual se hallaba Fernando al momento 
de la agresión y el hecho de que los imputados 
sean funcionarios de los cuerpos que el Estado 
ha dispuesto para la protección de la ciudadanía, 
son circunstancias que nos duelen profunda-
mente y que nos interpelan especialmente sobre 
la manera como se está viviendo (y muriendo) 
en Venezuela. Para nosotros, Fernando no era 
un numerito más en las estadísticas –las cuales 
ya la opinión pública se acostumbra a esperar 
cada lunes en la mañana–; Fernando era y es 
un hermano, un amigo, el cual, aun cuando ya 
no trabajaba con nosotros, seguía perteneciendo 
a la familia del Centro Gumilla.

Quien escribe estas líneas tuvo la oportunidad 
de conocerlo cuando todavía no contaba 20 años 
de edad. Su interés por tener amigos y el traba-
jo comunitario que realizábamos desde el Insti-
tuto Universitario Jesús Obrero (IUJO-Fe y Ale-
gría) de los Flores de Catia, lo acercó a la Coor-
dinación de Pastoral, en donde se sintió muy a 
gusto, encontró nuevas amistades, espacios de 
reflexión y también bastante trabajo adicional, 
aparte del que ya tenía tratando de entrarle a la 
Educación Integral, carrera que estudiaba en di-
cha casa de estudios. Me consta el empeño en 
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Una escuela, una universidad y veinte experiencias más

Las etnias indígenas aprenden y enseñan
Karina Torres Mota*

Las niñas de Santa Elena de Uairén también dicen 
que hablar pemón es chimbo porque no es la 
moda. Eso les ha escuchado la profesora María 
Isabel Girón de sus alumnas. Girón es directora 
desde hace tres años del colegio Fe y Alegría de 
Santa Elena de Uairén, en el estado Bolívar. For-
ma parte, además, de la comunidad pemón de 
ese sector. Se siente preocupada por el futuro de 
su cultura y porque sus tradiciones van quedan-
do poco a poco en el olvido. “Las últimas tres 
generaciones no hablan la lengua y no hay mu-
cho interés. Es más, los mismos padres se quejan 
cuando en el colegio se habla en pemón. Ellos 
quieren que sus hijos aprendan castellano a la 
perfección y puedan defenderse del criollo”.

La directora cuenta que la comunidad indíge-
na se ha convertido en un barrio de Santa Elena 
de Uairén y las tradiciones y rituales sólo se ce-
lebran en actos culturales. “Hemos abandonado 
los conucos, la pesca, la caza, porque todo el 
mundo quiere una economía estable. Somos em-
pleados u obreros de la cultura occidental y he-
mos adoptado el sentido compra-venta. También 
se han descuidado las bases pemonas: la inte-
gración familiar, la integración comunitaria, la 
vivienda diferenciada y distante del otro para no 
molestar y las normas de crecimiento de la per-
sona con la debida diferenciación de géneros.

Como María Isabel existen otras personas 
preocupadas por el mantenimiento de esta cul-
tura. Si bien es cierto que uno de los factores 
que influye en la preservación indígena es tener 
conocimientos de la cultura occidental, ésta úl-
tima no debe opacar los principios y derechos 
humanos de las diferentes etnias. 

Las niñas que estudian en las escuelas de Santa Elena 

de Uairén, y son de la etnia pemón, les dicen a sus 

maestras cosas como “profe, quisiera ser catira porque 

los chicos las buscan más”. El proceso de criollización 

tiene su lado bueno y su lado malo, pero hay gente 

trabajando allí en ideas tan interesantes como la 

Universidad Indígena de Venezuela
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La AVEC cuenta con veinte colegios con pre-
sencia de población indígena, pero sólo dos lle-
van a cabo actividades interculturales. “La edu-
cación intercultural bilingüe se realiza por medio 
de clases de matemática en castellano y al mis-
mo tiempo se dan en el idioma particular de la 
etnia”, explica.

A su vez, la Comisión Misionera Nacional (CO-
MINA) creó la escuela de formación pastoral y 
procesos comunitarios para indígenas con ca-
rácter de diplomado en la UPEL. “El indígena 
aprende mucho, se refuerza pedagógicamente y 
su referencia curricular se eleva. También apor-
ta muchísimo a los facilitadores y profesores por 
su gran capacidad hospitalaria”.

En mayo, la AVEC realizó un seminario de 
educación intercultural en La Pastora. El evento 
sirvió para analizar la situación del nivel educa-
tivo, así como promover la experiencia de sus 
diferentes centros educativos y establecer líneas 
de acción para este proyecto.

El encuentro contó con las ponencias de Itala 
Scotto, sobre la diversidad cultural y la intercul-
turalidad; el profesor Luis Beltrán trató el tema 
de la educación indígena en Venezuela; la licen-
ciada Mayerlin Lomga y la hermana María Flores 
abordaron la situación y procesos de los negros 
en Venezuela; y el padre Pedro Trigo explicó los 
mundos populares suburbanos en el país. 

La opinión de María Isabel
María Isabel, la directora de la escuela en San-

ta Elena de Uairén, reconoce los esfuerzos de las 
organizaciones cristianas, pero asegura que la 
ayuda es muy lenta y que muchas encuentran 
trabas en los propios indígenas. “El pemón, por 
ejemplo, pretende vivir como el criollo. Quiere 
que los hijos actúen como criollos para que no 
sean discriminados. Y la televisión, los videojue-
gos y las fronteras hacen que tengamos acceso a 
una economía estable y a otras tradiciones que 
dejan de lado las nuestras. Si bien es cierto que 
tenemos conocimientos gastronómicos tradicio-
nales, ya no los aplicamos. Nos adentramos poco 
a poco a la cultura occidental y no salimos de 
ella”.

Y es que el objetivo de estas instituciones no 
es el de mantener la cultura indígena para mos-
trar a las etnias como fenómenos históricos y 
atractivos al turismo, sino para preservar un ele-
mento esencial de la cultura venezolana y un 
orgullo de interculturalidad del país.

En esto concordaron todos los organizadores 
de este movimiento educativo indígena: mante-
ner y preservar sus principios, adecuando la 
tecnología y la modernidad a los mismos.

* Periodista de la Agencia Red de Acción Social.

La universidad indígena
Esto es, precisamente, lo que busca la Asocia-

ción Civil Universidad Indígena de Venezuela cons-
tituida a través de la Fundación Causa Amerindia 
Kiwxi. Aunque no está inscrita en el CNU, realiza 
actividades centradas en la educación para mejo-
rar la condición de vida de diferentes etnias.

Personas de las comunidades warao, kariña, 
ye’kwana, sanema, piaroa, pumé y e’ñepa asis-
ten a la sede ubicada en Caicara del Orinoco, 
estado Bolívar. “Es un proyecto educativo que 
funciona por tres partes: la comunidad, el estu-
diante y la universidad. Cada comunidad envía 
uno o dos representantes para que obtengan el 
título de educador indígena en seis semestres. 
El estudiante traerá sus ritos, creencias y tradi-
ciones y, luego, le explicará a su comunidad lo 
importante que es la universidad y le transferirá 
sus conocimientos”, explica Luis Pérez, uno de 
los fundadores de la Causa Amerindia.

El estudiante pernocta en la universidad y ahí 
recibe alimento, orientación tecnológica, cono-
cimientos históricos, económicos, políticos, en-
tre otras cosas. Los dormitorios están divididos 
por etnias, pero el resto del día todos compar-
ten. La estadía se convierte en una experiencia 
multiétnica e intercultural.

Pérez agrega que en los dormitorios, mientras 
comen, todos hablan sus propios idiomas; pero 
luego, en las clases, y en las distintas actividades 
se habla en castellano. “Aprenden a escribir, a 
usar computadoras, leyes; y aprenden a defen-
derse de la cultura occidental. Lo que buscamos 
es que exista un intercambio de ideas y conoci-
mientos. La finalidad es que pierdan la vergüen-
za étnica y tomen conciencia de sus valores. Son 
un pueblo muy solidario que nos puede dar lec-
ciones de convivencia, de humanidad y de ar-
monía con la naturaleza”.

El protagonista siempre es el indígena: las au-
toridades del centro educativo, en su mayoría, 
son indígenas; el consejo directivo está confor-
mado por un vicepresidente y un representante 
de cada pueblo.

La labor educativa de la Universidad Indígena 
de Venezuela pretende seguir expandiéndose y 
poder lograr instruir a las 28 etnias existentes 
en el país. 

Intercambio intercultural
En 1985, una de las inquietudes de la AVEC 

era acompañar a las etnias indígenas en su pro-
ceso histórico y educativo. Por eso fue fundado 
el Departamento Indígena que, actualmente, 
preside el profesor Yorman Vegas. 

“La principal función de AVEC es la educación 
católica. Se realizan diferentes actividades edu-
cativas, se implementan diversas herramientas y 
estrategias que luego se complementan con la 
pastoral”, comenta Vegas.
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Sobre la violencia juvenil 

Los hijos  
del desamparo
Patty Fuentes Gimón*

Verónica Zubillaga lleva doce años estudiando el 

fenómeno de la violencia. Investigadora de la 

Universidad Simón Bolívar, aquí opina desde su propia 

experiencia en los barrios 

y van generando enemistades. Crean retos para 
demostrar quién es el que manda, quién es el 
que se hace respetar. Hacerse respetar significa 
evitar las agresiones de los otros. Una de las es-
casísimas maneras para defenderse es ser más 
violento que los demás.

Zubillaga explica que los agentes policiales 
no defienden a la gente: “Más bien algunos par-
ticipan en crímenes”. En cuanto al ámbito de la 
escuela, opina que la educación es una falsa 
promesa para ellos porque saben que luego no 
van a conseguir empleo o un salario digno. Que 
no van a entrar a la Universidad. “Se sienten 
desesperanzados con la educación. Se resisten 
a vivir de manera miserable. Se resisten a tener 
una vida como la de sus padres”. 

 La idea de Zubillaga
La socióloga de la USB piensa en una manera 

de atenuar esta realidad. En primer lugar, el Es-
tado debería iniciar la transformación de las 
condiciones de funcionamiento de la policía pa-
ra que sea cercana al ciudadano, lo proteja y 
haga cumplir la ley; tiene que darse un proceso 
de desarme en las comunidades; hay que forta-
lecer a la escuela pública, mejorar las condicio-
nes de los maestros para que los niños y jóvenes 
tengan acceso a una educación de calidad; ade-
más, hay que desarrollar, de la mano de orga-
nizaciones, empresas y fundaciones de la socie-
dad civil, programas de empleo juvenil. 

Otras ideas: la gente debe hacer alianzas pa-
ra exigir al Estado una policía y un sistema de 
justicia decentes. Las personas, dentro de las 
comunidades conflictivas, deben actuar unidos 
en bloque para responder de inmediato frente 
a los disparos. Hay que dirigirse a los mucha-
chos para establecer treguas y acuerdos de con-
vivencia. Los padres de estos jóvenes deben te-
ner la capacidad de acercarse y logar negociar 
con ellos. 

Hay dos experiencias al respecto: una en Ca-
tuche (La Pastora), donde las madres de jóvenes 
en conflicto realizaron una cayapa. A raíz de la 
muerte de un joven se reunieron y formaron 
comisiones de convivencia. La otra experiencia 
es en San Agustín: las mamás se aglutinaron y 
conformaron una organización llamada “La calle 
es de los niños”. Convencieron a los muchachos 
de que en violencia no se podía vivir. Eso fue 
hace ocho años. La violencia ha disminuido de 
manera apreciable. Los muchachos, con apoyo 
de la alcaldía respectiva, se han dedicado con 
entusiasmo a la música y al deporte.

*Periodista de la Agencia Red de Acción Social.

Dice que los jóvenes son los grandes olvidados de 
las políticas públicas. Verónica Zubillaga recolec-
ta vivencias y le ha visto la cara al temor que se 
vive en los barrios: “Hay diferentes formas de 
temer en virtud del espacio donde se habita”. 
Dice que hace diez años ya había temor en los 
barrios por una bala o por estar mal parado, co-
mo dicen. Pero era un miedo más difuso. 

Hoy, no sólo en los barrios; en las urbaniza-
ciones cerradas, con el auge de los secuestros, 
obviamente la gente tiene mucho más miedo. 

Lo que a Zubillaga le resulta evidente es que 
los niños y jóvenes crecen en las comunidades 
bajo la experiencia del desamparo. Desde que 
son pequeños, viven los enfrentamientos arma-
dos de los más grandes. Cuando comienzan su 
adolescencia, varios de ellos son acosados por 
otros varones mayores. No tienen a quién recu-
rrir. No hay policía ni autoridad. Para ellos, la 
salida más rápida a esta situación es conseguir 
un arma para defenderse, cosa que resulta muy 
fácil. Una vez que la consiguen, ese hecho mar-
ca un hito en sus trayectorias. Se unen a bandas 
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cilita cualquier trámite, en es-
pecial, si implica salvar al cole-
gio cardenalicio que debe elegir 
al próximo Papa, una tarea que 
el Gran Elector, el cardenal 
Strauss (Armin Muehler-Stahl) 
se toma muy en serio.

Respecto de la trama, ahora 
el director Ron Howard y los 
libretistas evitaron ceñirse al li-
bro por lo mal que les fue con 
el Código. Decisión que condu-
jo a suprimir algunos pasajes y 
personajes innecesarios para el 
filme. Tampoco aparece el ata-
que frontal a la Iglesia. Ni si-
quiera se menciona a Jesucristo. 
Aquí el director intenta reivin-
dicarse con la jerarquía católica. 
En Ángeles y Demonios lo que 
abunda es la acción y los argu-
mentos inverosímiles. Por otra 
parte, aquí la Iglesia aparece co-
mo la víctima y termina siendo 
la noble y sabia institución que 
muy a pesar de sus prejuicios 
con la ciencia tiene que ser sal-
vaguardada por ser el símbolo 
de la trascendencia para la hu-
manidad. Aunque la película se 
presenta como la continuación 
al Código Da Vinci, en realidad 
es su prólogo (la precuela). De-
talle que llama la atención pues-
to que mantiene expectante a 
su público. Es directa y con un 
interesante, aunque quizá un 
poco forzado twist al final, don-
de el verdadero villano es reve-
lado. Esto puede que te haga 
sentir como un tonto por no 
deducirlo o puede que admires 
el trabajo de Brown y los guio-
nistas. En cualquier caso, es 
una película que aspira mucho 
más de lo que logra, pero sin 
duda, es un buen pasatiempo. 

*Miembro del Consejo de Redacción.
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Angels & demons
Director: Ron Howard
Protagonistas: Tom Hanks, Ayelet Zurer, 
Ewan McGregor
Estados Unidos, 2009

Cine

Ángeles  
y demonios 
Honegger Molina*

Ángeles y Demonios muestra la 
belleza artística del Vaticano, la 
circunspección del clero roma-
no y, al mismo tiempo, la inten-
sidad y la rapidez que el Código 
Da Vinci no tuvo. Es una com-
binación de ciencia y religión, 
razón y misterio con argumen-
tos muy polémicos por apro-
piarse de personajes como por 
ejemplo, Galileo Galilei, con 
datos falsos que hieren sensibi-
lidades en los historiadores ca-
tólicos. Se deja ver como lo que 
es, una obra de ciencia ficción. 
Esta vez los voceros de la San-
ta Sede no se pronunciaron y 
evitaron caer entrampados. Sin 
embargo, la película llega pre-
cedida de una monumental 
campaña de marketing con éxi-
to de taquilla mundial.   

El protagonista es el especia-
lista en simbología de Harvard, 
Robert Langdon, personaje in-
terpretado por Tom Hanks. El 
Vaticano lo llama para resolver 
una simbología extraña que 
aparece luego de la muerte del 
último Papa, y por el secuestro 
de los preferiti; cardenales fa-
voritos a ser elegidos como Pa-
pa. Lo que ocurre parece suge-
rir que uno de los mayores ene-
migos de la Iglesia, los Ilumi-
nati, han regresado para cobrar 
venganza. Langdon es acompa-
ñado por Vittoria Vetra (la actriz 
israelí Ayelet Zurer), una física 
que trabaja en el laboratorio 
CERN de Suiza, donde las in-
vestigaciones de aceleramiento 
de partículas han logrado crear 
antimateria y podrían estar cer-
ca de descubrir la partícula de 
Dios. La antimateria ha sido ro-
bada y amenaza con destruir el 
Vaticano. El Camarlengo Patrick 
McKenna (Ewan MacGregor) fa-
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Libros

El mundo 
según 
Cabrujas
Luis Carlos Díaz*

El mundo según Cabrujas
José Ignacio Cabrujas
Editorial Alfa. Colección Hogueras
Abril, 2009
318 pp.

de los pueblos. Vemos en Ca-
brujas una pluma militante, in-
cómoda y creativa, necesaria, 
que pudo hacerle una autopsia 
a un cadáver que olía mal hacía 
mucho tiempo pero tardamos 
en atender. Una página al azar 
de este nuevo oráculo de mesa 
de noche nos acerca a un inte-
lectual que dialogaba con su 
época, que sufría de inconfor-
mismo y además retaba al apa-
rato estatal con un múltiple nivel 
de discursos que hoy está ex-
tinto en nuestra prensa cotidia-
na: “Aquí marchamos ricos y 
pobres, compartiendo un terri-
torio, en el mejor de los casos, 
pero fabricando al mismo tiem-
po dos países irreconciliables: 
uno que se denomina Venezue-
la, a falta de mejor nombre, y 
otro sin rótulo, un país clandes-
tino, cuyas aspiraciones cultu-
rales nada tienen que ver con el 
de la inmensa mayoría”.

El libro de Cabrujas es una 
joya que sabe a los caramelos 
del recuerdo. Desde los tiempos 
de El Sádico Ilustrado hasta los 
extintos El Diario de Caracas y 
El Nacional, Cabrujas intercaló 
sus pasiones y sus miedos por 
un país arenoso al capricho de 
los vientos de las revoluciones. 
Quizás sí, al libro le falte la com-
pañía de los titulares de la épo-
ca, un manual mínimo del con-
texto que vivió, para los recién 
llegados a la telenovela nacio-
nal. Él mismo nos bajó el telón, 
pero se ríe desde el camerino.

*Miembro del Consejo de Redacción.

La más reciente publicación de 
José Ignacio Cabrujas, drama-
turgo venezolano fallecido en 
1995, contiene la risa de quien 
se ríe de la condición humana 
y por eso se sabe vigente. La 
obra contiene algunos artículos 
de opinión tomados de la pren-
sa nacional en etapas tan im-
portantes de nuestra historia 
política del siglo XX como los 
años previos al Viernes Negro, 
la depresión de finales de los 
ochenta, la decadencia del go-
bierno de Pérez y la goberna-
bilidad después de las intento-
nas golpistas de 1992. Muchos 
de sus cómplices revisaban en 
esos papeles viejos alguna clave 
jeroglífica que permitiera com-
prender estos años de cambio 
político, social y orbital. Ese 
“¿qué nos pasó?”, como si los 
cambios fuesen un autobús que 
alguien se perdió por descono-
cer la ruta. Los lectores viudos 
de Cabrujas aún creen que al-
gunos horizontes fueron pro-
yectados allí, que algún punto 
de fuga se esconde en las letras 
del articulista, ensayista distraí-
do, mamador de gallo y creador 
de las ficciones más inteligentes 
que la telenovela local vivió.

Pero la compilación bien lo 
vale: aunque nunca sea suficien-
te, se le agradece el olor a nue-
vo y el formato portátil. Es un 
libro que reedita la nostalgia y 
la chispa de quien hizo prota-
gonista de sus dramas a una au-
diencia en sus butacas del teatro 
o la sala de la casa, en la época 
en la que el televisor era un ob-
jeto comunal y dejaba de ser 
estúpido por algunas horas.

Acercarse al autor significa es-
cudriñar en las aristas donde los 
poetas y los cronistas llegan pri-
mero que sociólogos, políticos 
y planes quinquenales: el alma 
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En una isla situada al sureste de la India con casi  

21 millones de habitantes acaba de suceder una 

matanza. Tal vez un régimen con participación socialista 

democrática hubiera podido ofrecer a la población tamil 

una alternativa de integración democrática. Se produjo 

la solución más cruenta

Sri Lanka: ¿represión o paz democrática?

Tan lejos, tan cerca
Demetrio  Boersner* En el transcurso de los pasados dos meses, las 

fuerzas armadas de la República Democrática 
Socialista de Sri Lanka lograron una victoria mi-
litar total sobre el movimiento rebelde de los 
“Tigres de Liberación del Eelam Tamil” (LTTE), 
poniendo fin a una guerra civil que había co-
menzado en 1981. El aplastamiento definitivo de 
las fuerzas rebeldes tuvo un elevado y trágico 
costo en vidas humanas (sobre todo de civiles 
de etnia tamil) y en destrucción material.

Sri Lanka o Ceilán es una isla de algo menos 
de 66 mil kilómetros cuadrados, situada al su-
reste de la India, con casi 21 millones de habi-
tantes de los cuales el 83 por ciento es de etnia 
cingalesa, de origen indo-ario y religión budista, 
en tanto que los tamiles (indo-dravidas de reli-
gión hinduista) constituyen un nueve por ciento, 
repartiéndose el resto entre comunidades mu-
sulmanas y cristianas. La isla, habitada original-
mente por los paleolíticos vedda, fue poblada 
por los cingaleses hace unos 2.500 años, y el 
budismo fue introducido trescientos años antes 
de Cristo. La minoría tamil, procedente del sur 
de la India, comenzó a penetrar el norte de la 
isla alrededor del año 1000 de nuestra era. Sri 
Lanka fue colonia portuguesa en el siglo XVI, 
holandesa en el XVII e inglesa a partir del XVIII. 
El cultivo y la exportación del té, del caucho y 
del café fueron las bases de la economía isleña, 
y la sociedad quedó bajo la hegemonía de un 
bloque de colonos británicos, aristócratas cinga-
leses y ricos mercaderes de diversos orígenes.
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grienta lucha de los tigres, creó un aparato eficaz 
y feroz de recaudación o extorsión entre las co-
munidades tamiles no sólo en Sri Lanka sino 
también en India y otros países. 

Sin duda es positivo que una república demo-
crática como lo es Sri Lanka haya logrado derro-
tar una secesión etnicista excluyente y totalitaria. 
Pero inquieta el hecho de que sus operaciones 
militares al final causaran una excesiva matanza 
de civiles inermes de la minoría tamil, sembran-
do adicionales semillas de odio. Tal vez un régi-
men con participación socialista democrática hu-
biera podido realizar esfuerzos mayores para ofre-
cer a la población tamil una convincente alterna-
tiva de integración democrática y de igualdad con 
la mayoría cingalesa. Quienes creemos en una 
democracia social sin barreras nacionales ni ét-
nicas debemos pedir al gobierno de Sri Lanka 
que, luego de su gran victoria, haga lo posible 
para secar lágrimas, crear bases de verdadera 
igualdad y priorizar la reconciliación nacional. 

Segunda ofensiva talibana
El presidente norteamericano Barack Obama 

defiende la idea de que los más peligrosos ene-
migos del Occidente no se encuentran en Irak 
sino en Afganistán y Pakistán. Tanto estos países 
como Irak forman parte del área geoestratégica 
o geoenergética de mayor importancia mundial, 
pero los primeros son más difíciles de controlar 
militarmente, a la vez que abrigan la terrible 
alianza del salafismo (islamismo terrorista) con 
el fundamentalismo dogmático de los talibanes 
(estudiantes del Islam inspirados en el wahha-
bismo más extremo surgido de Arabia Saudita). 
Desde un terreno que ni Alejandro Magno pudo 
conquistar, estos dos brazos del extremismo is-
lamista serían capaces de golpear al mundo ex-
terior hasta con armas de destrucción masiva.

Bush logró derrotar la primera ofensiva tali-
bana, que había creado una tiranía teocrática 
extrema que se pudo vencer por la acción con-
certada de caudillos feudales con apoyo popular. 
Pero ya los feudales están desacreditados y los 
talibanes están volviendo –no sólo en Afganistán 
sino también en Pakistán– con una oferta nueva, 
aparentemente más moderada y socialreformis-
ta que la anterior. La estrategia que Obama qui-
siera adoptar –acción militar no masiva sino de 
unidades especiales en alianza con milicias na-
tivas supuestamente amigas– podría fracasar 
ante talibanes más sutiles y capaces de captar 
simpatías campesinas.

Tal vez a la larga sólo quedará la paciente 
búsqueda de una coexistencia pacífica a través 
de un diálogo entre las culturas que llegue a 
abarcar hasta a los extremistas.

*Miembro del Consejo de Redacción.  

En el siglo XX el movimiento de independen-
cia de Sri Lanka siguió en sus grandes líneas el 
patrón de la vecina India. Inspirados por el ejem-
plo de Gandhi y el Partido del Congreso, los 
srilankeses crearon, en 1919, el Congreso Nacio-
nal de Ceilán para luchar por la soberanía en 
forma legalista. Posteriormente el Congreso se 
dividió en dos: el Partido Nacional Unido (UNP) 
de carácter moderado y base multiétnica, y el 
Partido de la Libertad de Sri Lanka (SLFP), de 
tendencia nacionalista de izquierda y socialista 
democrática, dirigido por intelectuales y traba-
jadores principalmente cingaleses. En la extrema 
izquierda existía un partido trotskista que pau-
latinamente evolucionó desde el purismo revo-
lucionario hacia un apoyo crítico al Partido de 
la Libertad.

El UNP gobernó al país desde la independen-
cia (1947) hasta el año 1956, cuando ganó la ma-
yoría el SLFP bajo la jefatura de S.W.R.D. Banda-
ranaike. Este líder fue asesinado en 1959, pero 
le siguió en el mando, a partir de 1960, su enér-
gica y talentosa viuda Sirimavo Bandaranaike, 
bajo cuya conducción se construyó un modelo 
de desarrollo socialdemócrata parecido al de la 
vecina India: democracia representativa y plura-
lista con respeto a libertades ciudadanas y dere-
chos humanos; economía mixta, de mercado con 
regulación estatal; importantes reformas sociales 
e influencia del movimiento sindical. En 1972 el 
país cambió de constitución y adoptó el nombre 
de República Socialista de Sri Lanka.

Sin embargo, bajo sucesivos gobiernos a veces 
de centroizquierda, otras veces de centroderecha 
y últimamente de coalición nacional, Sri Lanka 
fue perdiendo su ímpetu progresista inicial. Re-
surgieron y se fortalecieron intereses y conflictos 
étnicos y clasistas tradicionales. Los tamiles se 
quejaron de creciente discriminación política y 
explotación económica por parte de la mayoría 
cingalesa. Para 1981 estalló la violencia entre las 
dos comunidades étnicas, y pronto se transfor-
mó en guerra civil. En el norte de la isla se ins-
taló un reducto rebelde tamil y se estructuró el 
movimiento armado de los tigres de liberación, 
férreamente disciplinados bajo el mando de un 
caudillo fanático y sanguinario: Velupillai Pra-
bhakaran, quien murió hace pocas semanas, 
abatido por las tropas gubernamentales en su 
asalto final al reducto rebelde. La ideología de 
Prabhakaran se inspiró en la del histórico pa-
triota indio Shubhas Chandra Bose, quien du-
rante la Segunda Guerra Mundial dirigió un ejér-
cito de liberación de la India contra la domina-
ción británica, aliándose a tal fin con el Imperio 
Japonés y con la Alemania nazi. Chandra Bose 
soñó con transformar a la India en un Estado 
socialista nacional bajo fuerte liderazgo autori-
tario. Prabhakaran intentó construir un modelo 
similar en su reducida base territorial en el nor-
te de Sri Lanka. Para financiar la larga y san-
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MCS vigilados
El ministro de Obras Públi-

cas, Diosdado Cabello, será el 
encargado de Conatel para que 
encamine la batalla por la dig-
nidad del país. El ministro 
anunció que acabará con el la-
tifundio radioeléctrico para lo 
cual convocó  a los beneficia-
rios de las concesiones de radio 
y TV a presentar sus documen-
taciones.

 En referencia al latifundio 
radioeléctrico, el presidente de 
la Cámara Venezolana de la In-
dustria de la Radiodifusión, Nel-
son Belfort, señaló que la ma-
yoría de las radios AM tienen la 
concesión vencida desde el 
27/05/2007 a pesar de haber 
enviado los recaudos a Conatel. 
Es importante señalar que hay 
300, de las 426 emisoras en-
vueltas en esta situación.

La Defensora del Pueblo, ha 
manifestado que Globovisión 
desde el 2002 ha jugado un pa-
pel protagónico para generar 
desasosiego, pánico e inquietud 
en la población venezolana. La 
Fiscalía General designó una co-
misión para investigar a los me-
dios para observar si algunos de 
ellos tienen como línea crear 
cierto caos en la ciudadanía.

La Corte Interamericana de 
DDHH solicitó al Estado vene-
zolano información sobre las 
últimas agresiones contra pe-
riodistas y contra la sede de 
Globovisión, así como sobre el 
procedimiento administrativo 
sancionatorio contra este canal 
de TV por las declaraciones 
emitidas por el gobernador de 

El mes de junio trajo noticias 

buenas y malas, lo cual es lo 

normal; pero las segundas llevan 

ventaja en impacto y número. El 

sindicalismo continuó alzado, los 

datos económicos no prometen el 

cielo, el cerco a los medios críticos 

se agudizó pero, eso sí, el sistema 

de los ferrocarriles parece avanzar

El arte de taparle  
la boca a los demás

Carabobo, Salas Feo, en los co-
micios regionales del 2008.

El presidente Chávez exigió 
a las instituciones correspon-
dientes, acciones en contra de 
los MCS. La directriz fue impar-
tida directamente a Diosdado 
Cabello, Luisa Ortega y Luisa 
Estela Morales, emplazándolos 
a renunciar a sus cargos si no 
cumplen con sus obligaciones. 
El Presidente mencionó que no 
le importa lo que diga el mun-
do por sus actuaciones en con-
tra de los medios.

El Comité de Relaciones Ex-
teriores del Senado de EEUU ob-
servará la situación en Venezue-
la luego del hostigamiento gu-
bernamental con Globovisión.

Chávez y Rafael Correa pedi-
rán a Unasur crear una instan-
cia que defienda a los gobier-
nos de los abusos de la prensa. 
En el encuentro de ambos pre-
sidentes, el venezolano prome-
tió sanear al país de una pren-
sa corrupta e instrumento de la 
oligarquía y principal enemigo 
del cambio.

Abajo las minorías
El proyecto de ley electoral 

sigue trabajándose, aunque tie-
ne detractores rojos y oposito-
res. Uno de los puntos más ob-
jetado es la eliminación de las 
minorías políticas. La presiden-
ta de la Asamblea Nacional, Ci-
lia Flores, considera que la ley 
estaría respetando el voto de la 
mayoría. Para ella el derecho 
de las minorías no se contempla 
en la Carta Magna. El PCV y el 
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Por ahora no 
Chávez no pudo firmar con 

Lula el contrato de asociación 
para construir una refinería pe-
trolera binacional en Pernambu-
co. Los negociadores de ambos 
países no lograron ponerse de 
acuerdo en 3 puntos: el precio 
que se le pagaría a Venezuela 
por el petróleo que suministraría 
a la refinería, los altos costos de 
la inversión y la forma de comer-
cializar los productos que sal-
drían de la refinería. Por ahora, 
Petrobras tendrá 60% de partici-
pación y Pdvsa el 40% restante.

El ferrocarril en marcha
El plan ferroviario nacional 

sigue adelante. El tramo Puerto 
Cabello-La Encrucijada con 108 
kms de extensión y con 60% de 
avance: el empalme con Cúa de 
30 kms de extensión no se ha 
iniciado. Ambos deberían estar 
listos para el 2012. La rehabili-
tación del de Puerto Cabello-
Barquisimeto con 240 kms de 
extensión estaría lista en 2011.
Para ese mismo año el tramo 
Acarigua-Turén de 40 kms y el 
de San Juan de los Morros-San 
Fernando de Apure deberían 
estar concluidos para el 2012. 
Tiene 20% de avance y 250 kms 
de recorrido.

La inseguridad campea 
La inseguridad comienza a 

generar preocupación guberna-
mental, por lo cual se instaló el 
Consejo de Seguridad que será 
presidido por el vicepresidente 
de la República, con el fin de 
implementar políticas que brin-
den seguridad a los venezola-

En otro evento, días después, 
realizado en el Centro Interna-
cional Miranda, se reunió un 
grupo de intelectuales chavistas 
donde criticaron el hiperlideraz-
go que tiene Chávez en el ac-
tual proceso revolucionario. La 
excesiva tutela rojita infantiliza 
a la sociedad. Con respecto al 
PSUV dijeron que ha funciona-
do como un instrumento admi-
nistrativo, electoral que ejecuta 
las propuestas presidenciales.

Menos dólares para remesas
Se redujo  de $1800 a la mi-

tad (900 $) las remesas que 
pueden enviarse al extranjero 
desde el país. Los beneficiarios 
serán padre, madre, hijos, nie-
tos, cónyuge o concubina del 
usuario y que se encuentren le-
galmente residenciados en el 
exterior.

Economía deficitaria
Según estimaciones del BCV, 

el PIB creció el primer trimestre 
del año en 0,3%. El país pagó 
por importaciones en el primer 
trimestre del año, $11.271 mi-
llones aunque por exportacio-
nes sólo ingresaron $9.829 mi-
llones. Ello representa una caí-
da de 55%. La balanza de pago 
presenta un déficit de $1,4 mi-
llardos.

Los productos subsidiados 
por la red Mercal subieron de 
precio, aunque se mantienen 
40% por debajo del monto fija-
do en la regulación. El impacto 
de la inflación sería de 1,4% al 
final del año.

PPT no se comen el cuento de 
las mayorías al punto que Mario 
Isea, del PSUV, es el encargado 
de promover diálogo y encuen-
tro para lograr el apoyo de esas 
toldas políticas para la aproba-
ción de la ley.

El rector principal del CNE, 
Vicente Díaz, por su parte, criti-
có el sistema electoral mayorita-
rio propuesto en la ley electoral 
por considerar que no está con-
templado en la Carta Magna.

Ahora a Zuloaga
El presidente de Globovisión 

está siendo investigado por la 
Fiscalía bajo la presunción de 
estar incurso en el delito de usu-
ra genérica, cometido supuesta-
mente, por tener estacionados 
en una vivienda de su propie-
dad 24 vehículos destinados a 
la venta.  También es investiga-
do por la existencia de animales 
disecados producto de la caza, 
en la Quinta La Cerradura, de 
su propiedad, lo que supondría 
un delito ambiental.

El debate mudo
El encuentro cara a cara entre 

intelectuales invitados por Ce-
dice al foro por sus 25 años y 
los pensadores de izquierda 
chavistas no se llevó a cabo,  
luego que Chávez lanzara la 
oferta intelectual y le pusieran 
a Vargas Llosa como contrin-
cante. El presidente Chávez 
arrugó y manifestó que el es-
critor peruano no es presidente 
y por consiguiente  no se en-
cuentra  a la altura para una 
discusión con él.
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• Chávez no fue a la toma 
presidencial de Mauricio Funes 
en El Salvador porque supues-
tamente había un plan de mag-
nicidio en su contra.

• El partido UNT denunció 
los intereses gubernamentales 
de estatizar el sistema educativo 
nacional por completo. El pro-
yecto de ley, supuestamente, in-
dica la nacionalización de los 
planteles privados.

• El TSJ admitió una deman-
da en contra de las Cámaras 
Inmobiliarias y de la Construc-
ción de Venezuela por el cobro 
del IPC en la preventa inmobi-
liaria. La Federación Venezola-
na de Asociaciones y Usuarios 
(Fevacu) tiene 52 mil reclamos 
por esa situación.

• En los últimos 10 años, se-
gún la Asociación de Propieta-
rios de Inmuebles Urbanos  a 
nivel nacional se han producido 
22 mil invasiones en medios ru-
rales y urbanos.

• En el Zulia hay movimien-
tos, incluso se denunció que el 
alcalde de San Francisco, Omar 
Prieto, quería tomar la gober-
nación de esa entidad, asunto 
desmentido por el propio edil.

• César Pérez Vivas, juramen-
tó el partido Unión Democráti-
ca del Táchira, con el fin de 
fomentar la democracia ante la 
amenaza que representa el co-
munismo.

Lo dijo Chávez
El proyecto socialista necesi-

ta la experiencia, desempeño y 
gestión del sector privado en el 
marco de la Constitución nacio-
nal.

Cada escuela debe ser un 
centro de transformación social 
y de formación del gobierno 
popular. 

La tierra no es privada, es 
propiedad de la nación. La tie-
rra es de quien la trabaje.

El mes en cápsulas
• El ex ministro de la Defen-

sa, Raúl Isaías Baduel, fue pa-
sado a juicio por el presunto 
delito de sustracción de BsF. 11 
millones.

• Quedaron confirmados los 
primeros casos de la gripe 
AH1N1 hasta ahora en 5 esta-
dos del país.

• Fue nombrado Gustavo 
Márquez como embajador en 
Bogotá. 

• Fue suprimido el Ministerio 
para las Telecomunicaciones e 
Informática. La Cantv y Movil-
net pasaron al Ministerio de 
Ciencia, Tecnología e Industrias 
Básicas. 

• En la AN se está estudiando 
gravar las ganancias excesivas 
en el sector privado. El exceden-
te iría al Ejecutivo nacional.

• La compra de Sidor costó 
$1.970 millones al Estado. En Ar-
gentina los empresarios no que-
daron contentos con la medida.

• El Banco Industrial de Ve-
nezuela fue intervenido por el 
Ejecutivo nacional a puertas 
abiertas luego que la Sudeban 
detectara severos problemas en 
el ente financiero.

• El Estado compró, luego de 
varios meses de paralizadas las 
negociaciones, el Banco de Ve-
nezuela por $1.050 millones.

• En los primeros 4 meses 
del año se han registrado 166 
secuestros en todo el país.

• Cilia Flores, fue designada 
como primera vice presidenta 
del PSUV, en sustitución del Gral. 
Müller Rojas, quien pasa a la co-
misión de asuntos estratégicos.

nos. Los partidos amigos del 
chavismo, como el PPT y el 
PCV, piden al Ejecutivo nacional 
abordar el tema de manera se-
ria y llegar a un consenso na-
cional  para lograr soluciones 
concertadas, además de com-
batir el sicariato.

Policías y DDHH
La Fiscal General, Luisa Orte-

ga, informó que entre enero 
2008 y marzo 2009 han abierto 
10.858 investigaciones por viola-
ciones a los DDHH presunta-
mente cometidas por policías. En 
el primer trimestre de este año 
van 155 personas muertas en 
manos de agentes policiales. 

¿La unidad sindical a salvo?
La nueva ley de propiedad 

social, según Ulises Daal, dipu-
tado redactor, no niega el dere-
cho de sindicalización. Mencio-
nó, que los consejos de traba-
jadores son para propiciar su 
participación y no deben con-
fundirse con la sindicalización 
porque no son para reclamar 
reivindicaciones.

La ministra del Trabajo, María 
Cristina Iglesias, desmintió que 
el Gobierno quiera eliminar los 
sindicatos. Comentó que el mo-
vimiento sindical es bolivaria-
no, donde existen diferencias 
de carácter personal, pero yen-
do al socialismo, con diferen-
cias, pero juntos.

No hay igualdad
El ex gobernador de Aragua, 

Didalco Bolívar, al parecer  de-
jó algunos asuntos graves en 
esa gobernación. La AN invitó 
al mandatario regional, Rafael 
Isea, con el fin de dar a conocer 
el caso. Llama la atención que 
la petición hecha por Capriles 
Radonski y Carlos Ocariz, de la 
gobernación de Miranda y de 
la Alcaldía de Sucre respectiva-
mente, a la AN para dar a co-
nocer las irregularidades de sus 
antecesores no haya sido con-
siderada ni evaluada.
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